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Resumen

Si en el ámbito nacional el proceso de profesionalización del servicio público
se encuentra en una fase inicial, en el nivel de los gobiernos municipales
está todavía lejos de adoptarse como una política deliberada y estable. Con
muy contadas excepciones, el escenario que prevalece es el del cambio
trianual de los cuadros directivos de esos gobiernos locales, a partir de
supuestos basados en la lealtad y en la cercanía con los presidentes
municipales. De modo que el criterio de racionalidad que está detrás de esa
dinámica descansa en realidad en el liderazgo político de los alcaldes. Y
éstos, a su vez, asumen como una prerrogativa del cargo (e incluso como
una responsabilidad) el nombramiento libre del mayor número posible de
funcionarios municipales con el propósito de afirmar, durante el breve
periodo de gobierno en el que actuarán, el alineamiento de su
administración a los proyectos que cada uno de ellos desea encabezar.

¿Cómo establecer, entonces, sistemas de profesionalización municipal
sin romper el liderazgo político de los presidentes municipales, ni la relación
de confianza que éste debe mantener con sus colaboradores, y sin limitar la
posibilidad objetiva de que la administración local responda a la visión
política del ayuntamiento? Es decir, ¿cómo afirmar las ventajas de la
profesionalización a pesar de las restricciones políticas que se le oponen?

Es en torno de esas preguntas que se estructura el contenido de las
siguientes páginas. Primero trataré de persuadir al lector sobre la necesidad
de profesionalizar las administraciones municipales como una política
deliberada. Después, revisaré distintos modelos teóricos de servicio civil, en
busca de una referencia para comparar experiencias distintas, aplicables al
ámbito local del país. Y finalmente, discutiré los hallazgos de la
investigación de campo realizada por el Centro de Investigación y Docencia
Económicas (CIDE) en el año 2005 sobre los ensayos de profesionalización
que han tenido lugar en varios municipios de México. Al final ofrezco una
breve conclusión.

Abstract

If in the national ambience the process of professionalize public service is
situated in an initial phase, in the level of municipal governments it is still
faraway from being adopted as a deliberated and stable policy. With just
few exceptions, the predominated situation is the three-anual change of the
directive positions of those local governments, from suppositions based on
loyalty and the close relation to the municipal presidents. In this way, the
rationality criterion that is behind this dynamic really lays on the politic
leadership of the mayors. And they, at the same time, assume like a



prerogative of the position (even like a responsibility), the free designation
of the major number of municipal functionaries with the purpose of
affirming, during the short period of government in which they will take
place, the alignment of their administration to the projects that they want
to manage.

How to establish, then, systems that professionalize public service
without break neither the politic leadership of the municipal presidents, nor
the trust relation they must keep with their contributors, and without limit
the objective possibility of the local administration responds to the politic
vision of the city council? In other words: How to affirm the advantages of
professionalize althoug the politic restrictions that oppose to it?

It is around these questions that the content of the following pages is
structured. First, I will try to persuade the reader about the necessity of
professionalize the municipal administrations as a deliberated policy.
Second, I will review different theorist models of the civil service, looking
for a reference to compare different experiences, applicable to the local
ambience of the country. Finally, I will discuss the results of the field
investigation performed by the Centro de Investigacion y Docencia
Economicas (CIDE) in the year 2005 regarding the essays about
professionalize public service that have taken place in eight municipalities of
Mexico. At the end I will offer a short conclusion.
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Introducción

La profesionalización del servicio público, –entendida como la gestión de los
recursos humanos que realizan la función de gobierno y que se sustenta en el
mérito, la igualdad de oportunidades, la calidad y la competencia
profesionales– se ha asumido cada vez más como una condición necesaria para
la consolidación de la democracia.1 En México también estamos llegando a esa
convicción. De modo que luego de algunas experiencias aisladas, la
profesionalización comenzó a realizarse como una política explícita en el año
2003, cuando se promulgó la primera legislación de la historia específicamente
destinada a establecer un servicio profesional de carrera en la administración
pública federal. Fue después del proceso de transición a la democracia cuando
empezamos a ver la implementación de los primeros procedimientos diseñados
con el propósito de garantizar y afirmar la calidad profesional de la burocracia.

Sin embargo, si en el ámbito nacional ese proceso se encuentra en una
fase inicial, en el nivel de los gobiernos municipales la profesionalización está
todavía lejos de adoptarse como una política deliberada y estable. Si bien en
algunas entidades se han promulgado leyes para establecer servicios civiles de
carrera y se ha extendido esa obligación a los municipios que los integran,2 en
los hechos, la mayor parte de las administraciones públicas de esos niveles
siguen funcionando sobre la base de la lealtad política personal.3 La
consecuencia práctica de esa ausencia de políticas de profesionalización ha sido
que, en la mayor parte del país, siguen prevaleciendo “administraciones

                                                  
1 Existe amplia producción académica sobre esta idea. Sugiero ver los siguientes textos: Bárbara Geddes, Politician´s

Dilemma / Building State Capacity in Latin America, University of California Press, 1994; Carles Ramió y Miquel
Salvador, Instituciones y nueva gestión pública en América Latina, CIDOB, 2005; José Luis Méndez, “El zorro y el
león: Hacia una reforma del Estado más equilibrada para los países en desarrollo”, en Foro Internacional, México, El
Colegio de México, vol. XLV, núm. 180, abril-junio 2005, pp. 165-195; del propio Méndez, “Estudio introductorio”, en
B. Guy Peters, La política de la burocracia, México, coedición del Fondo de Cultura Económica y del Colegio
Nacional de Ciencias Políticas y Administración Pública, 1999 (traducción al español por Eduardo L. Suárez, del título
original The politics of bureaucracy).

2 Según información recabada en el Foro Nacional de Profesionalización del Servicio Público, convocado por el
Instituto Nacional de Federalismo (Inafed), son muy pocas las entidades que han previsto desarrollar esquemas
completos de servicio civil de carrera. Y, de acuerdo con esa misma fuente, sólo Coahuila, Colima, Estado de México,
Guanajuato, Hidalgo, Nayarit, Puebla y Sonora han promulgado leyes orgánicas municipales que prevén la obligación
de establecer esos sistemas. Véase, Teresita Rendón, “Guía de las normas jurídicas para los municipios de México”, en
Sistema Nacional de Información Municipal (SNIM), Inafed, marzo 20004, (versión en CD).  En el curso de este
trabajo veremos que, en realidad, todavía no existe ninguna experiencia completa de profesionalización municipal que
haya logrado superar el periodo de gobierno en la que fue concebida.

3 Rodolfo García del Castillo y Gerardo Rivera han señalado que, por años, tanto las reglamentaciones federales
como municipales se “orientaron a usar un sistema de administración de personal escalafonario para el llamado empleo
de base, y uno de designación política, pero el más codiciado y mayormente vulnerable, para el de confianza”; véase,
Rodolfo García del Castillo y Gerardo Rivera Navarro “La profesionalización de los municipios de México / Hacia un
diagnóstico propositivo”, en Leticia Santín del Río (coord.), Perfil y perspectivas de los municipios mexicanos para la
construcción de una política social de Estado, Inafed -Flacso, 2003, p. 126.
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municipales débiles en sus capacidades de acción, frágiles institucionalmente, y
pobres en sus recursos y facultades”.4

Los datos derivados de la Encuesta Nacional a Presidentes Municipales
2004, levantada por la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), ofrecen
suficiente evidencia para apreciar una parte de ese problema, vinculado con la
precariedad de los recursos humanos que gobiernan la mayor parte de los
municipios de México. Hasta ese año, por ejemplo:

a) Cerca de 21% de los presidentes municipales apenas había cursado la escuela
primaria (cifra que incluía a quienes ni siquiera la habían completado); otro
13% tenía estudios (completos o incompletos) de secundaria; y sólo 43% de
los presidentes municipales tenía como último grado de estudios la
licenciatura completa.

b) Para el caso de los secretarios de ayuntamiento, poco más de 8% tenía como
último grado de estudios la primaria (incluyendo a quienes no la habían
concluido); otro 15% contaba con estudios (completos o incompletos) de
secundaria; una cifra equivalente tenía estudios completos de preparatoria
como último grado obtenido; mientras que sólo 47% de los secretarios había
completado estudios de licenciatura.

c) Cifras muy similares caracterizaban a los tesoreros: casi 13% no había
trascendido la educación primaria; otro 14% había llegado hasta la
secundaria, con estudios completos o incompletos; cerca de 11% tenía
estudios completos de preparatoria como último grado obtenido; y apenas la
mitad había logrado terminar los estudios de licenciatura (50.29%).

Además, en la mayor parte de los casos, a las carencias de formación escolar
se sumaba el hecho de que los principales funcionarios municipales tampoco
tenían experiencia previa en ese nivel de gobierno. De acuerdo con la misma
fuente citada:

                                                  
4 Enrique Cabrero, “Políticas de modernización de la administración municipal / Viejas y nuevas estrategias para

transformar a los gobiernos locales”, en Enrique Cabrero, Políticas públicas municipales / Una agenda en construcción,
México, Miguel Ángel Porrúa-CIDE, 2003, p. 155.  En otro texto, el propio Cabrero describió los problemas que, a su
juicio, han obstaculizado el logro eficiente de las funciones de la administración municipal, a saber: 1) la fragilidad del
marco normativo; 2) la persistencia de sistemas administrativos obsoletos; 3) la precariedad de sistemas de gestión de
servicios públicos municipales; 4) la ausencia de sistemas de planeación municipal; 5) la ausencia de instrumentos de
gestión para incorporar una visión integral del desarrollo local; y, 6) la falta de profesionalización de los funcionarios
públicos; Cfr. Enrique Cabrero, Hacia la construcción de una agenda para la reforma administrativa municipal,
México, CIDE-Cesem-IIS-Cetro de Estudios para la Reforma del Estado, 2000. Del mismo Cabrero, también se
recomienda “Capacidades institucionales en gobiernos subnacionales de México / ¿Un obstáculo para la
descentralización fiscal?”, en Gestión y Política Pública, México, CIDE, vol. XIII, núm. 3, segundo semestre de 2004,
pp. 753-784. Y Acción Pública y Desarrollo Local, México Fondo de Cultura Económica, 2005.
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a) Sólo 11% de los presidentes municipales había ocupado algún cargo en ese
nivel de gobierno, mientras que más de 61% había sido trabajador
independiente o provenía de la empresa privada o de un negocio propio.

b) Lo mismo ocurría con los secretarios de ayuntamiento: sólo 16.7% había
trabajado antes en algún gobierno municipal, mientras que 26% tenía
experiencia laboral previa en un organismo público federal o estatal; en
tanto que otro 47.2% había sido profesionista independiente o provenía de la
empresa privada.5

c) Y en cuanto a los tesoreros, seis de cada diez (61.5%) informó que
previamente se había dedicado a ser profesionista independiente, o bien
provenía de la empresa privada o de un negocio propio; cifra que contrasta
con 14.7% que manifestó haber laborado antes en el nivel de gobierno
municipal.

Por lo demás, tampoco había mucha más experiencia acumulada entre las
personas que ocupaban otros cargos críticos para la administración pública
municipal. Por ejemplo, sólo 26.2% de los titulares de las unidades de
planeación había trabajado alguna vez en un gobierno municipal, mientras que
apenas 24.4% de los responsables de las unidades de personal había ocupado
una plaza en ese nivel de gobierno. Y si bien es cierto que esos datos se
matizan con creces cuando se diferencia entre los 231 municipios con mayor
desarrollo relativo, que forman parte del sistema urbano nacional y en los que
se concentra la mayor parte de la población y del producto interno bruto del
país, puede afirmarse que la ausencia de políticas de profesionalización y la
rotación constante del personal de mayor nivel jerárquico es una característica
general de los gobiernos municipales de México.6

Con muy contadas excepciones, el escenario que prevalece es el del
cambio trianual de los cuadros directivos de esos gobiernos locales, a partir de
supuestos basados en la lealtad y en la cercanía con los presidentes
municipales. De modo que el criterio de racionalidad que está detrás de esa
dinámica descansa en realidad en el liderazgo político de los alcaldes.7 Y éstos,

                                                  
5 Vale la pena destacar que la Encuesta levantada para el año 2002 había arrojado cifras muy similares a las de 2004:

49.8% de los secretarios contaba con experiencia en instituciones públicas, pero únicamente 17.3% en el ámbito
municipal. El resto (44.9%) manifestó provenir de instituciones privadas, destacando que 4.5% declaró que era su
primer empleo.

6 En efecto, en los 231 municipios de mayor desarrollo 80% de los presidentes municipales, 93% de los secretarios y
94% de los tesoreros contaba con educación superior terminada, mientras que cerca de la mitad de esos funcionarios
había tenido alguna experiencia previa en el gobierno municipal. En contraste, 56% de los presidentes del resto de los
municipios no había logrado superar la escuela preparatoria, y solamente 30% había tenido alguna experiencia en
materia municipal. Pero en ambos casos, la tasa de rotación de los funcionarios de confianza en el gobierno municipal
era de 95% cada tres años.

7 Debe notarse, sin embargo, que en el país conviven distintas fórmulas electorales para la integración de los
gobiernos municipales. Para un análisis detallado de esas diferencias, véase Mauricio Merino, “Federalismo electoral:
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a su vez, asumen como una prerrogativa del cargo (e incluso como una
responsabilidad) el nombramiento libre del mayor número posible de
funcionarios municipales con el propósito de afirmar, durante el breve periodo
de gobierno en el que actuarán, el alineamiento de su administración a los
proyectos que cada uno de ellos desea encabezar.

¿Cómo establecer, entonces, sistemas de profesionalización municipal sin
romper el liderazgo político de los presidentes municipales, ni la relación de
confianza que éste debe mantener con sus colaboradores, y sin limitar la
posibilidad objetiva de que la administración local responda a la visión política
del ayuntamiento? Es decir, ¿cómo afirmar las ventajas de la profesionalización
a pesar de las restricciones políticas que se le oponen?

Es en torno de esas preguntas que se estructura el contenido de las
siguientes páginas. Primero trataré de persuadir al lector sobre la necesidad de
profesionalizar las administraciones municipales como una política deliberada.
Después, revisaré distintos modelos teóricos de servicio civil, en busca de una
referencia para comparar experiencias distintas, aplicables al ámbito local del
país. Y finalmente, discutiré los hallazgos de la investigación de campo
realizada por el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) en el año
2005 sobre los ensayos de profesionalización que han tenido lugar en varios
municipios de México. Al final ofrezco una breve conclusión.

1. Sobre la necesidad de profesionalizar

¿Por qué es necesario plantear seriamente la profesionalización de los
gobiernos municipales de México? En esta primera parte intentaré ofrecer
argumentos para responder a esa pregunta. Pretendo persuadir al lector sobre
la importancia del tema, subrayando el criterio de necesidad, término que,
conforme a la quinta acepción del Diccionario de la lengua española, significa:
“Especial riesgo o peligro que se padece, y en que se necesita pronto auxilio”.
El Diccionario también dice que necesitar es “obligar y precisar a ejecutar una
cosa”; algo que es necesario en tanto que “es menester indispensablemente o
hace falta para un fin”.

Comienzo por advertir que, hasta ahora, la mayor parte de los argumentos
que se han presentado en favor de la profesionalización municipal han sido de
talante normativo: fórmulas que se presentan como algo valioso
independientemente de las circunstancias específicas en las que han de
aplicarse, o de las restricciones que afrontan. Se ha dicho por ejemplo que la
profesionalización es en sí misma un proyecto político deseable. Especialmente,
a partir de valores democráticos: el que se opone, por ejemplo, a los sistemas
de botín que le otorgan al vencedor de las elecciones el derecho a nombrar

                                                                                                                                                       
varios sistemas y un sólo ciudadano”, en La Transición Votada, México, Fondo de Cultura Económica, 2003, pp. 150-
176.
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todos los cargos de designación en razón de la confianza política otorgada en
las urnas. Es decir, el que se afirma en la identidad entre elección y
nombramiento como dos asuntos concatenados que, sin embargo, responden a
principios diferentes; o el que se opone, por otro lado, a la politización
partidaria de la agenda de gobierno que se desprende de los triunfos
electorales. Esos valores parten de supuestos que se justifican a sí mismos, en
tanto que aprecian la importancia del espacio público en el que actúan los
gobiernos municipales como un espacio de pluralidad y responsabilidad de los
gobernantes hacia el conjunto de los ciudadanos, y consideran que nadie tiene
derecho a apropiarse de ese espacio público para defender intereses políticos
invariablemente parciales. Además, suponen que los procesos electorales
legítimos son el vehículo privilegiado para integrar la autoridad política, pero
de ninguna manera agotan la obligación democrática de revisar y controlar el
ejercicio del poder público. Y de aquí que se incluya la profesionalización del
servicio público como un recurso inequívocamente democrático. Es decir, como
un propósito deseable por encima de cualquier otro criterio de necesidad y
como un objetivo que no reclama ninguna otra justificación.

Desde otra perspectiva, los procesos de profesionalización también han
sido vistos como un propósito deseable de política pública, por los beneficios
que podrían traer a la eficacia y a la eficiencia de los gobiernos locales. Desde
este punto de vista se observa el cambio constante de mandos medios y
superiores como un problema público que amerita una solución puntual. El
diagnóstico en el que se apoya está sustentado, principalmente, en una
intuición económica basada en el análisis de los costos de transacción: los
costos de aprendizaje de los nuevos funcionarios públicos; los que acarrea a los
otros niveles de gobierno y a la sociedad en su conjunto el renuevo constante
de funcionarios públicos; y el costo que se añade por la incapacidad de los
gobiernos municipales para emprender políticas de largo plazo. Así planteada,
la profesionalización sería importante para reducir esos costos agregados e
imprimir certeza a las políticas.8 La experiencia habría de sustituir al
aprendizaje y la capacitación constantes; la estabilidad de los funcionarios
reduciría la incertidumbre y la precariedad de los sistemas de coordinación

                                                  
8 Sobre este punto, Juan Pablo Guerrero ha enfatizado que el servicio civil ayuda a resolver el problema de la

continuidad de los programas y las políticas, así como la ejecución de las mismas.  “El de la continuidad —afirma el
autor— lo es porque el gobierno prefiere establecer con sus electores compromisos duraderos; con objeto de no perder
apoyo político en elecciones futuras, el gobierno trata de asegurar que los beneficios de una política trasciendan el
periodo gubernamental. El dilema es garantizar beneficios durables a sus electores. [...] La aplicación [o
implementación] de una política por parte de la burocracia —continúa Guerrero— genera costos asociados a la elección
de los ejecutores apropiados y a la supervisión de su trabajo; produce costos por recurrir a mecanismos correctivos y,
sobre todo, provoca fuertes costos por las diferencias entre los objetivos de la política”, véase Juan Pablo Guerrero,
“Trabas y oportunidades para el servicio civil en un México democratizado”, en Ricardo Uvalle Berrones y Marcela
Bravo Ahuja Ruíz (coord.), Visión multidimensional del servicio público profesionalizado, México, UNAM-Plaza y
Valdés, 1999, pp. 25-26.  También puede verse del mismo Juan Pablo Guerrero, Consideraciones sobre la instauración
del servicio civil en México, México, CIDE, Documento de Trabajo, núm. 90, 2000.
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entre gobiernos; y las políticas públicas podrían contar con una visión de largo
aliento.

Sin embargo, ni los valores democráticos ni el diagnóstico de política
pública han logrado hacerse cargo de los supuestos que hasta ahora han
impedido la profesionalización de los municipios. Ambos han chocado en contra
de los incentivos que privilegian el liderazgo personal de los alcaldes, sostenido
por la lealtad de sus subordinados y dirigido hacia la defensa de un proyecto
político de gobierno. Los valores democráticos señalados antes se oponen
firmemente a esta visión, pero el diseño electoral e institucional de los
ayuntamientos la refuerza, pues sigue siendo cierto que los presidentes
municipales tienen la responsabilidad inequívoca de encabezar un gobierno que
ha resultado vencedor en los comicios.9 Y a su vez, las normas estatales
separan la composición de esos ayuntamientos electos de la organización del
gobierno local propiamente dicho. En ese sentido, el supuesto democrático no
logra resolver la contradicción entre esos dos planos: de un lado está la idea
genérica de la pluralidad y de la corresponsabilidad social; pero de otro, la
responsabilidad política específica e individual de los alcaldes como la cabeza
política de los ayuntamientos. El diagnóstico formulado desde la visión de los
costos de transacción de la política pública no ha logrado resolver, desde el
punto de vista de las soluciones realmente posibles, ni el reclamo de confianza
que formulan los alcaldes sobre el funcionamiento de los gobiernos que deben
encabezar ni la posibilidad de imaginar políticas que trasciendan el periodo de
gobierno.

En esos términos, la idea de la profesionalización fracasa cada vez que se
propone al margen de las restricciones que se le oponen y a las que se suman,
además, la cultura política del país (que no tiende a castigar, sino a premiar la
conformación de grupos articulados sobre la base de liderazgos políticos
personales), la competencia partidaria que rebasa las fronteras de los
municipios, las normas que favorecen la formación de equipos de trabajo con
personal de confianza, y los costos directos que supone la preparación, la
puesta en marcha y la administración de un sistema de profesionalización de
cualquier naturaleza.

A esas restricciones deben añadirse otras dos: la enorme dificultad que
enfrentan los ayuntamientos para lidiar con las muy distintas obligaciones que
se desprenden de las normas y de las políticas federales que involucran a los
municipios, y que suelen ser tan abigarradas como inestables, lo que contradice
la formación de equipos profesionales estables; y la diversidad de normas y

                                                  
9 En otro momento he abordado el asunto de las contradicciones del diseño institucional del municipio mexicano, y

cómo tal situación ha influido en el cumplimiento de las obligaciones y responsabilidades constitucionales que tienen
los gobiernos municipales; véase Mauricio Merino, Los gobiernos municipales de México: El problema del diseño
institucional, México, CIDE, Documento de Trabajo, núm. 145, 2004.
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criterios estatales que suelen introducir otros factores de incertidumbre a la ya
de suyo cambiante administración pública de los municipios.

Creo sinceramente que tenemos que hacernos cargo de esas restricciones
a la luz del criterio de necesidad señalado antes. Los proyectos que han
intentado plantear el tema como algo valioso por sí mismo, aun con magníficas
razones, no han logrado vencer esas resistencias. Por tanto, habría que partir
del análisis de los supuestos que se oponen al proyecto; tomar nota de las
experiencias que han conseguido, a pesar de todo, colocar el tema en las
agendas de gobierno de los municipios; y sobre esa base, intentar la
construcción de modelos propicios para enfrentar con éxito los obstáculos
señalados. Pero sobre todo, hace falta escapar de los argumentos normativos
para comenzar a plantear la profesionalización como una política necesaria. Es
decir, como una condición sin la cual no podrán cumplirse a cabalidad los fines
institucionales que persiguen los gobiernos municipales.

1. 1. Primer argumento: La importancia creciente del municipio

El gobierno local mexicano enfrenta hoy desafíos de muy distinto origen y
magnitudes. Desde el punto de vista constitucional, durante la última década
esos gobiernos han adquirido mayor autonomía y mayores recursos; es decir,
han visto parcialmente satisfechas dos de las demandas más reiteradas a lo
largo del siglo XX para aprovechar todo su potencial de gobierno. Sin embargo,
las reformas al diseño constitucional y a los sistemas de transferencias de
recursos hacia los municipios han traído, a su vez, nuevas dificultades de orden
político y administrativo, que apenas se están incorporando a la agenda de
investigación. Se trataba de restricciones institucionales que, a la luz de la
mayor parte de los trabajos realizados durante las décadas de los ochenta y de
los noventa, aparecían como los principales obstáculos a la posibilidad de
incorporar a los gobiernos municipales como verdaderos agentes de desarrollo.
En ese sentido, puede afirmarse que desde 1983 se ha emprendido una
minuciosa revisión del papel asignado a esos gobiernos, la cual ha
desembocado, al menos, en cinco cambios de trascendencia institucional:

1. Los gobiernos municipales ganaron un ámbito definido de atribuciones propias
que se concentró, desde las reformas constitucionales de 1983, en la prioridad
asignada a la provisión de servicios públicos. No hay ninguna duda de que la
tarea más importante que tienen los municipios es acrecentar la cobertura y la
calidad de esos servicios públicos de carácter urbano, listados puntualmente
en el texto del Artículo 115 constitucional. De hecho, la principal aportación
de la reforma de 1983 fue, precisamente, la creación de un ámbito de
atribuciones municipales claramente definido, mientras que la promulgada en
1999 consolidó esa intención al otorgarle al municipio calidad de gobierno de
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pleno derecho, con nuevas atribuciones exclusivas de ese ámbito.10 Lo que se
desprende de ellas es que los ayuntamientos son los gobiernos de las ciudades:
de los espacios urbanos cuya labor principal es construir, acrecentar y
garantizar el mantenimiento y la calidad de los servicios públicos que ofrecen
dichas zonas urbanas.

2. Los gobiernos municipales adquirieron un ámbito fiscal propio, claramente
vinculado a aquellas atribuciones constitucionales. De modo exclusivo, los
municipios cuentan ahora con todas las facultades para administrar libremente
su hacienda. A diferencia de cualquier otro momento del pasado, esos
gobiernos hoy tienen atribuciones plenas para regular los impuestos a la
propiedad inmobiliaria y los ingresos por la prestación de servicios urbanos.
Además, cuentan con facultades para decidir plenamente sobre el uso que le
darán a esos recursos. Eso significa que las reformas efectuadas en 1983 y 1999
garantizaron un ámbito fiscal exclusivo de los gobiernos municipales, a partir
de las definiciones previas sobre su ámbito de competencias.

3. Durante la última década, además, las administraciones municipales ganaron
categoría constitucional de gobierno, lo que ha representado una doble
mudanza: de un lado, a partir de 1999 los municipios dejaron de depender de
la órbita exclusiva de las legislaturas estatales para cumplir a cabalidad las
atribuciones que les fueron asignadas desde 1983; y de otro, adquirieron la
responsabilidad de reglamentar la organización de su gobierno local. Durante
2005, la Suprema Corte de Justicia de la Nación confirmó que efectivamente
existe un ámbito jurídico especial para el despliegue autónomo de la
reglamentación emitida por los ayuntamientos, y que ésta ha de referirse
precisamente a la organización interna de las nuevas atribuciones

                                                  
10 Por lo que se refiere a la reforma de 1983, puede decirse que el Congreso de la Unión realizó, entre otras, las

siguientes modificaciones al Artículo 115 constitucional: a) la descripción de los servicios públicos urbanos que
estarían a cargo de los ayuntamientos; b) la adscripción del impuesto por propiedad inmobiliaria como ingreso directo
de las administraciones municipales; c) la atribución de definir sus propios presupuestos; y, d) su planeación en el
desarrollo urbano; véase Mauricio Merino, Fuera del centro, México, Universidad Veracruzana, 1992. Por su parte, en
el “Resumen de los puntos más importantes de la reforma de 1999”, escrito por Juan Marcos Gutiérrez González (en
Juan Pablo Guerrero y Tonatiuh Guillén, Reflexiones..., op. cit.), el entonces diputado federal, presidente de la
Comisión del Fortalecimiento Municipal, señalaba entre los puntos más relevantes de la reforma que: “se reconoce al
municipio su facultad de gobernar y no sólo de administrar a través del ayuntamiento; se reconocen competencias
exclusivas del municipio; se protege al municipio no sólo de autoridades intermedias, sino de cualquier organismo
distinto a los ayuntamientos o a los que por sí generen; [...] las materias exclusivas municipales se entienden en su doble
carácter de función y servicio público en su caso. Ejemplo, en materia de agua potable o limpia, no se trata sólo de
prestar el servicio, sino de ejercer su función de autoridad reglamentaria, de promoción y desarrollo, participación
comunitaria, etcétera; se establece un mecanismo subsidiario mediante el cual los municipios pueden transferir al estado
algunas funciones o servicios exclusivos, siempre que sea voluntad calificada de los ayuntamientos, a diferencia del
texto vigente en donde los municipios dependen verticalmente de la voluntad del Congreso local para conservar o no
una competencia; Cfr. op. cit., pp. 417-418. De este texto, también se recomienda leer las aportaciones de Juan pablo
Guerrero, “Comentarios finales sobre la reforma aprobada por el Congreso Federal en junio de 1999” (pp. 223-234);
Blanca Acedo, “La representación política y social en el municipio, la gobernabilidad democrática y las reformas del
artículo 115 constitucional (pp. 235-244); y el de Tonatiuh Guillén, “La reforma del 115 constitucional / El gobierno
municipal, federalismo y relaciones intergubernamentales” (pp. 245-253).
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constitucionales asignadas a la esfera municipal. Si el federalismo mexicano
había sido concebido tradicionalmente a partir de las órbitas jurídicas de la
federación y de los estados, las reformas de 1999 y con la interpretación de la
Corte en 2005, hoy puede afirmarse que existe con pleno derecho una nueva
órbita jurídica propia de los municipios de México.

4. Por otra parte, las bases institucionales y los instrumentos fiscales de las
relaciones intergubernamentales también han cambiado durante la última
década. Si hasta 1983 se consideraba a las administraciones municipales como
parte de los gobiernos de los estados y, en ese sentido, la participación de los
primeros en planes y programas intergubernamentales estaba mediada por los
estados, a partir de ese año los municipios comenzaron a ser beneficiarios y
responsables directos del uso del sistema de transferencias de recursos
derivado del presupuesto de egresos de la federación. La propia Constitución
les otorgó el derecho a formar parte del sistema nacional de coordinación
fiscal, y con las reformas fiscales de 1997 los municipios fueron incorporados
además como beneficiarios directos del sistema de aportaciones federales.
Ambos rubros han permitido incrementar de manera sistemática los recursos
públicos administrados por los gobiernos municipales y también les han
permitido participar como agentes responsables de la operación de distintas
políticas públicas federales, especialmente en el ámbito del desarrollo
social.11 Y en consecuencia, no sólo han incrementado sus ingresos mediante el
sistema de transferencias, sino que han ensanchado sus obligaciones de gasto
tanto para propósitos específicos señalados en las bolsas de aportaciones que
les son asignadas, como para complementar su capacidad de inversión pública
en infraestructura social.

5. Finalmente, los cambios verificados durante la última década han significado
nuevas responsabilidades para los gobiernos municipales, directamente
emanadas de distintas normas y políticas federales. De manera creciente, esos
gobiernos han sido vistos por los legisladores federales como aliados activos
del cumplimiento de distintos propósitos de alcance nacional.12 Si antes los
municipios estaban inscritos en la órbita jurídica de las entidades federativas,
en los últimos años se han venido incorporando por derecho propio a las redes

                                                  
11 Si se quiere profundizar en el comportamiento y los desafíos que tienen las actuales relaciones fiscales

intergubernamentales de México, se sugiere ver: Steven B. Webb y Cristian Y. González, “Negociación de un nuevo
pacto fiscal en México”, en Gestión y Política Pública, México, CIDE, Vol. XIII, Núm. 3, segundo semestre 2004, pp.
689-731. En ese mismo número también pueden verse: Alberto Díaz-Cayeros, “El federalismo y los límites políticos de
la redistribución” (pp. 663-687); y Laura Sour, “El sistema de transferencias federales en México / ¿Premio o castigo
para el esfuerzo fiscal de los gobiernos locales urbanos?” (pp. 733-751).

12 Vale la pena añadir que hasta 2005 existían 126 normas emitidas por el Poder Legislativo Federal (incluyendo la
Constitución Política) que señalan al gobierno municipal como uno de los agentes obligados al cumplimiento de la
norma; en particular, en 844 artículos de esa legislación se menciona expresamente al gobierno municipal como
instancia que tiene a su cargo atribuciones (directas o indirectas), obligaciones, prohibiciones o la posibilidad de
establecer convenios para formar parte de la red de implementación de diversas políticas públicas; véase, Mauricio
Merino, La importancia de las rutinas (Marco teórico para una investigación sobre la gestión pública municipal en
México, México, CIDE, Documento de Trabajo, núm. 160, 2005, pp. 25-28.
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de implementación diseñadas por el gobierno federal, especialmente en
materia de desarrollo social. Entendidos como agentes activos de esas
políticas, los gobiernos municipales no sólo han encontrado oportunidades para
incrementar sus ingresos sino también para aumentar su capacidad de
influencia en la orientación del gasto público federal.  Hoy los municipios son
parte activa de las relaciones intergubernamentales de México, tanto por
razones fiscales como también por su participación directa en las políticas
públicas federales.13

Ese conjunto de cambios ha modificado la forma tradicional de gobernar en
los municipios de México, pero también está desafiando su capacidad de
respuesta profesional. Sin embargo, la mudanza en las responsabilidades
asignadas a los gobiernos locales mexicanos durante los últimos veinte años no
se ha acompañado de una estrategia para garantizar que puedan cumplir
profesionalmente con esas nuevas obligaciones. De ahí la importancia de
replantear la profesionalización de los municipios desde una perspectiva
diferente: si en otro momento se le vio como un proyecto valioso en sí mismo,
conviene observarlo ahora como una condición de principio para hacer posible
que los gobiernos locales del país puedan efectivamente cumplir con el papel
que los cinco cambios enunciados les han asignado. Dicho de otra manera, al
comienzo del siglo XXI, los gobiernos municipales deben:

a) Cumplir con sus atribuciones constitucionales exclusivas. Ningún otro nivel de
gobierno tiene la facultad directa de dotar y administrar servicios públicos a
las comunidades urbanas, sobre la base de un sistema de planeación del
desarrollo urbano de largo plazo. Es verdad que en esa tarea pueden contar
con el respaldo de los gobiernos de los estados y de las aportaciones
federales. Pero las facultades de los municipios, contempladas en el artículo
115 constitucional, son exclusivas. Y eso también significa mayores
responsabilidades y mayor capacidad de gestión pública.

b) Acrecentar sus recursos fiscales y administrar libremente su hacienda. Hoy
existe un ámbito fiscal estrictamente municipal, cuyo desarrollo reside en la
calidad profesional de esos gobiernos. A diferencia del pasado, el incremento
de los recursos fiscales municipales depende, principalmente, de los propios
gobiernos locales. Y en el mismo sentido, definir el destino de esos recursos
es también una responsabilidad exclusiva de los municipios.

                                                  
13 No obstante, como he señalado en otra parte (junto con Ignacio Macedo), el otorgamiento de un amplio cúmulo de

obligaciones, pero sin los medios suficientes para asegurarse que los municipios puedan cumplirlas, frecuentemente ha
descuidado la existencia previa de rutinas de gestión en el ámbito municipal. Ya en la implementación de la política
federal, y ante la complejidad de las normas, lo que ha ocurrido es que los municipios están reaccionando mediante su
adaptación más o menos discrecional a esas rutinas; véase, Mauricio Merino e Ignacio Macedo, La política autista /
Crítica a la red de implementación municipal de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, México, CIDE, Documento de
Trabajo, núm. 168, 2005.
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c) Organizar y reglamentar su administración pública, sin intervención de
ningún otro nivel de gobierno. Sus facultades reglamentarias, casi
legislativas, han quedado salvaguardadas gracias a la interpretación de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación en ese sentido. Los ayuntamientos ya
no dependen de las legislaturas locales para fijar los lineamientos jurídicos a
partir de los cuales se organizará su administración pública. Y tampoco
dependen de los legisladores locales para ensanchar el otorgamiento de
garantías sobre derechos fundamentales, relacionados con su propio ámbito
de competencias. Puede afirmarse que en ningún otro momento posterior a
la promulgación de la Constitución de 1917 los municipios habían gozado de
posibilidades equivalentes para reglamentar su organización pública.

d) Cooperar en la política de desarrollo social de alcance federal. La legislación
reciente en esa materia, así como el sistema nacional de coordinación fiscal,
considera a los gobiernos municipales parte activa de la implementación de
este tipo de políticas y, en ese sentido, ensancha sus obligaciones formales.
Como nunca antes, los gobiernos de los municipios se han convertido en una
pieza clave en el proceso de implementación de la política de desarrollo
social del Estado mexicano.

e) Participar en las relaciones intergubernamentales del país definidas por la
legislación específica, tanto federal como estatal, que incluye a los
municipios como agente activo de la red de implementación de las políticas
públicas del país. Especialmente de aquellas que incluyen procedimientos de
organización social, como la política de desarrollo rural sustentable; o de
colaboración entre distintos niveles de gobierno, como la de seguridad
pública. Como miembros de pleno derecho del federalismo mexicano,
hoy los municipios tienen mayores responsabilidades de cooperación
intergubernamental, incluyendo aquellas de carácter horizontal. Es decir, las
que involucran a más de un municipio.

En suma, los gobiernos municipales están obligados a cumplir con un amplio
listado de atribuciones y facultades. En consecuencia, el diseño de un sistema
profesional habría de apreciarse como una de las condiciones necesarias para
hacer posible ese cumplimiento. Aunque, como ya he advertido desde la
introducción, las restricciones a las que ese proyecto se enfrenta no son
menores. Como un instrumento al servicio de propósitos organizacionales de
mayor calado, la profesionalización por sí misma no podría sustituir otras
condiciones básicas para el funcionamiento eficaz y eficiente de los gobiernos
locales mexicanos, como el acceso a recursos suficientes o la definición atinada
de políticas públicas dentro de su propio ámbito de actuación. Pero sí puede
afirmarse, en cambio, que la falta de un sistema profesional bien afincado en
las administraciones públicas municipales se ha convertido en una de las
mayores limitaciones al cumplimiento de la nueva agenda de ese nivel de
gobierno.
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1.2. Segundo argumento: Los viejos desafíos del gobierno
municipal

Por otra parte, esa nueva agenda municipal ya está enfrentando a los
municipios de México con los grandes y viejos desafíos que no sólo no pudieron
resolverse antes, sino que el paso del tiempo ha contribuido a acrecentar.
Agruparé esos desafíos en cuatro apartados que llamaré, respectivamente:
demográfico, fiscal, institucional y organizacional. Veamos cada uno por
separado.

El primero se refiere a la diversidad que ha producido la evolución
demográfica del país en los últimos treinta años. De acuerdo con la política
social adoptada por el gobierno federal durante el sexenio 2000-2006, los 2 435
municipios  que había en el año 2005 podían dividirse en tres distintas
categorías: a) los 295 municipios que forman parte de las 55 zonas
metropolitanas en las que se ha concentrado la mayor parte de la población
total del país, incluyendo las delegaciones del Distrito Federal; b) los 276
municipios con poblaciones concentradas mayores a 15 mil habitantes; y c) los
1 mil 867 municipios restantes, con poblados menores a los 15 mil habitantes.14

Es obvio que ni las políticas destinadas a cada uno de esos grupos de
municipios, ni la forma de afrontarlas desde el plano organizacional pueden ser
exactamente las mismas. Esa distribución demográfica ha generado más bien la
necesidad de asumir tanto el diseño como la implementación de manera
claramente diferenciada, al menos desde el ámbito federal. De hecho, los dos
primeros grupos se han definido como los municipios que forman el llamado
Sistema Urbano Nacional (SUN), en donde habita 66 por ciento de la población
total del país. Y pese a que sólo ocupan 0.4 por ciento del territorio, en esos
municipios se produce 80 por ciento del Producto Interno Bruto nacional.15 En
ese mismo grupo, se encuentran los 231 municipios donde habita la mayoría de
los mexicanos, que si bien cuentan con mayores capacidades institucionales y
concentran las principales actividades económicas del país, también tienen las
carencias y las demandas sociales más relevantes, por el número de habitantes
que reside en ellos.

En contrapartida, 66.1 por ciento de los municipios mexicanos tiene
grados de marginación que van del nivel medio al muy alto, conforme a la
clasificación formulada por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e

                                                  
14 De acuerdo con el Inafed, al mes de marzo de 2006, la cifra total de municipios ascendía a 2,438; véase,

http://www.e-local.gob.mx/wb2/
15 Estos datos se desprenden de la Dirección General Adjunta de Fortalecimiento Institucional Municipal, Secretaría

de Desarrollo Social, 2005.
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Informática (INEGI). Entre ellos, durante la última década del siglo XX, sólo 197
municipios disminuyeron sus niveles de marginación, mientras que 386 los
aumentaron. De modo que, en conjunto, más de 50 por ciento de los habitantes
de los municipios que no pertenecen al SUN vive en condiciones de pobreza
extrema.16

De esos datos se desprende, entre otras cosas, que la dinámica
demográfica del país ha producido por lo menos dos situaciones municipales
distintas: por un lado, la sobrecarga de demandas de empleo y dotación de
servicios en los municipios urbanos de mayor población, así como la mayor
cantidad de personas en condición de pobreza extrema, medida en términos
absolutos; y por otro, la dispersión y la ausencia de medios suficientes en los
municipios rurales (generalmente de muy alta marginación), y la mayor
proporción de mexicanos en pobreza extrema. A pesar de que los primeros
(considerados como de muy baja marginación) cuentan con más recursos para
afrontar sus carencias, ninguno ha alcanzado a satisfacer la dotación de
servicios públicos que forman parte de sus obligaciones primordiales. En
general, los servicios de transporte, seguridad, alumbrado, agua potable y
recolección de basura, por citar los más apremiantes, se ofrecen en promedio a
84.74 por ciento de las cabeceras de los municipios de muy baja marginación y
a 66.90 por ciento de las cabeceras de municipios de muy alta marginación,
mientras que fuera de las cabeceras, las coberturas de esos mismos servicios
disminuye a 64.72 por ciento en los de muy baja marginación y a 40.48 por
ciento en los de muy alta marginación.17 Aunque la probabilidad de obtener
esos servicios públicos aumenta a medida que se incrementa la concentración
demográfica de los municipios, lo cierto es que las carencias en ambos lados
del continuo entre dispersión y concentración hablan de la necesidad común de
perfeccionar y consolidar las políticas públicas destinadas a satisfacer, al
menos, el déficit de infraestructura y servicios que debería ser atendido por los
gobiernos locales de México. Como mencioné anteriormente, ofrecer esos
servicios es la primera tarea asignada a los gobiernos locales. Es evidente que,
en las condiciones actuales, ese propósito todavía está lejos de conseguirse.

El segundo desafío se refiere a los recursos fiscales con los que, en algún
momento, podría afrontarse la demanda acumulada y dispersa que, a su vez, ha
planteado la evolución demográfica del país. En este segundo plano, es bien
conocido el grado de dependencia que mantienen los gobiernos municipales de
los recursos federales transferidos: estos últimos representan 58.2 por ciento

                                                  
16 Véase, Cecilia Loría, “Prólogo” a Leticia Santín del Río (coord.), op. cit., p. 7. También puede verse, Adolfo

Sánchez Almanza, Marginación e ingreso en los municipios de México. Análisis para la asignación de recursos
fiscales, México, Miguel Ángel Porrúa-UNAM, Colección Jesús Silva Herzog, 2000. En su trabajo, Sánchez Almanza
analiza los fenómenos de pobreza y marginación mediante el nivel de desarrollo-subdesarrollo de los estados y
municipios del país, con diferentes indicadores cuantitativos en el largo plazo. Con base en un periodo de veinte años, el
autor concluye que estadísticamente “mientras más altos son los valores promedio de producto por habitante, más bajo
es el índice de marginación de los municipios de México” (p. 186).

17 Encuesta Nacional a Presidentes Municipales 2004, Sedesol.
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de los ingresos totales de los municipios agrupados como de muy baja
marginación y 85.1 por ciento para los de muy alta marginación. A su vez, los
ingresos propios del primer grupo de municipios ascienden a 26.1 por ciento del
total y apenas a 9.5 por ciento para los agrupados como de muy alta
marginación. El resto está conformado por el sistema de transferencias
administradas por los gobiernos de los estados y por la banca de desarrollo. En
términos de egresos, destaca que 37.5 por ciento del gasto de los municipios de
muy baja marginación se hace en el rubro de servicios personales (gasto
corriente) y 22.1 por ciento en los de muy alta marginación, mientras que en
conjunto, los gobiernos locales del país destinan 31.2 por ciento de sus recursos
totales a la inversión en infraestructura (obra pública y construcción).18 En
pocas palabras: la administración y el mantenimiento de los servicios públicos
disponibles reclama cada vez mayores recursos, mientras que la inversión en la
infraestructura que está exigiendo la dinámica demográfica se ha limitado por
la ausencia de medios fiscales propios.

Para afrontar la demanda de servicios públicos, los municipios han
obtenido recursos adicionales del sistema de transferencias fiscales federales,
pero no han logrado establecer políticas estables de largo aliento capaces de
optimizar el destino del gasto. Por otra parte, ese sistema de transferencias ha
desincentivado el crecimiento de la tributación local; además, ha producido un
efecto negativo en la asignación del gasto, en función de los imperativos de la
política local. El aumento absoluto de recursos fiscales transferidos por la
federación a la administración pública municipal no se ha correspondido con un
sistema eficiente de asignación del gasto, comprometido en serio con la
construcción de infraestructura y la dotación de servicios públicos. Por el
contrario, en la medida en que las agendas públicas de los municipios se han
ensanchado, sus gobiernos se han visto obligados a dispersar la asignación de
recursos, a partir de la lógica de la negociación entre intereses locales.

En tercer lugar, aunque no es propósito de este ensayo discutir la relación
entre la mayor pluralidad política, el diseño institucional y la asignación
eficiente del gasto en los municipios de México, sí debe advertirse que hay una
clara correlación negativa entre esos tres elementos, que está desafiando los
resultados ofrecidos por los gobiernos locales.19 El desafío institucional en el
nivel municipal supone al menos tres elementos que deben tomarse en cuenta:
en primer lugar, la ampliación de la agenda pública local ha exigido la
fragmentación de la capacidad de respuesta de los gobiernos. Aun con mayores
recursos, los municipios se han visto obligados a atender demandas y a
responder ante obligaciones que hasta hace tres décadas no formaban parte de

                                                  
18 Las cifras fueron tomadas de la Encuesta Nacional a Presidentes Municipales 2004, coordinada por Sedesol.
19 Sobre la creciente extensión de la pluralidad política en el nivel subnacional puede verse: Mauricio Merino, La

transición votada,op. cit.; Alonso Lujambio, El poder compartido / Un ensayo sobre  la democratización mexicana,
México, Océano, 2000; y Alicia Ziccardi, “El federalismo y las regiones: Una perspectiva municipal”, en Gestión y
Política Pública, México, CIDE, vol. XII, núm. 2, segundo semestre de 2003, pp. 323-350.
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su ámbito propio. El incremento de responsabilidades asignadas a los gobiernos
municipales no ha significado mayor precisión en la asignación del gasto, pero sí
mayores responsabilidades de negociación política con los distintos grupos
políticos de cada localidad. En términos llanos, hoy son más visibles las
restricciones a las que se enfrentan los municipios para cumplir las obligaciones
que les otorga el marco constitucional y legal del país: tienen más recursos,
pero también más obligaciones a las que deben hacer frente. En ese sentido, no
es casual, que buena parte de los presidentes municipales siga viendo a la
participación ciudadana como un riesgo más que como una oportunidad.20 Esa
actitud parece responder a la lógica siguiente: mientras más individuos
participen en la construcción de las decisiones tomadas por los gobiernos
municipales, menos recursos habrá para responder a cada una de las demandas.
De modo que, a la luz de ese razonamiento, es mejor limitar la participación
dentro de cauces institucionales muy restringidos.21

En segundo lugar, otra evidencia que se desprende del desafío
institucional está en la operación conflictiva de los ayuntamientos. El aumento
de la pluralidad política no se ha correspondido con un nuevo diseño
institucional de esos cuerpos colegiados, capaz de permitir la construcción de
decisiones eficaces y con responsabilidades claramente asignadas entre sus
miembros. En cambio, la mayor parte de los análisis recientes sobre la eficacia
de los gobiernos municipales tiende a subrayar la importancia de las
presidencias municipales y de la organización de sus dependencias, como si en
los gobiernos locales de México hubiera una división de poderes equivalente a la
que se establece para la organización política de los estados o la federación.
Pero no es así: los municipios de México están gobernados por cuerpos
colegiados que reúnen todas las facultades. El presidente es solamente
responsable de la ejecución de las políticas adoptadas. En estricto derecho, la
división que se ha establecido entre ayuntamientos y dependencias municipales
es de carácter funcional, lo que significa que toda la administración pública
local depende de las decisiones tomadas por el cuerpo colegiado. Subrayo que
mientras el ayuntamiento siga siendo la cabeza de los gobiernos municipales, su

                                                  
20 En la Encuesta Nacional a Presidentes Municipales 2004, 39.30 por ciento de los presidentes respondió que la

participación ciudadana dificultaba (la mayoría de las veces o algunas veces) la gestión municipal.
21 Dentro del banco de experiencias recogidas por el Premio de Gobierno y Gestión Local que otorga el CIDE cada

año, es notable el hecho de que las relativas a participación ciudadana se han referido a sistemas que acotan las vías de
acceso a las decisiones públicas, y siempre al margen del trabajo hecho por los propios ayuntamientos. Llama la
atención que las mejores prácticas, en ese sentido, sean las que logran construir mecanismos que evitan la relación
directa con esos cuerpos colegiados y, en cambio, privilegian la interlocución con las oficinas ejecutivas adscritas al
presidente municipal. Sobre casos específicos de participación ciudadana en el gobierno local, también puede verse Tim
Campbell y Travis Katz, “The politcs of participation in Tijuana, México: Inventing a new style of governance”, en Tim
Campbell y Harald Fuhr, Leadership and innovation in subnational government, Washington, Banco Mundial, 2004,
pp. 69-97.  También se recomienda, Leticia Santín del Río, “Decentralization and civil society in México, en Phillip
Oxhorn, Joseph S. Tulchin y Andrew D. Selee, Decentralization democratic governance, and civil society in
comparative perspective/ Africa, Asia and Latin America, Baltimore, The John Hopkins University Press, 2004, pp. 33-
58.
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conformación y su modo de operación seguirán siendo claves para estudiar su
eficacia. Es obvio que mientras la relación entre los ayuntamientos y los
cuerpos ejecutivos de los gobiernos municipales siga planteando conflictos,
derivados de la forma en que se toman las decisiones y la forma de llevarlas a
cabo, los municipios seguirán enfrentando problemas de operación cotidiana.

Finalmente, debe incluirse en este recuento la relación negativa que
existe entre el sistema de partidos y el diseño institucional de los
ayuntamientos. Hasta ahora no conozco ningún estudio que dé cuenta precisa
sobre los costos de transacción que supone la existencia de gobiernos
colegiados, con métodos de administración afincados en la responsabilidad
individual de los presidentes municipales. Sin embargo hay evidencia de sobra
para sostener que se trata de una relación conflictiva: aunque la pluralidad
política ha aumentado de manera notable durante los últimos quince años, el
diseño institucional de los municipios se ha mantenido prácticamente intacto.
Así que, a pesar de que también se han incrementado sus responsabilidades y el
volumen de sus recursos, la forma de tomar decisiones y de llevarlas a la
práctica se ha vuelto mucho más compleja que en cualquier momento anterior.
El principio de no reelección inmediata que prevalece en la Constitución para
cualquier miembro del ayuntamiento, sumado al aumento de opciones políticas
y a la alternancia en los municipios, ha ofrecido incentivos para impedir los
acuerdos eficaces en esa instancia de gobierno colegiado. La lógica de bloqueo
por parte de los partidos de oposición se ha visto limitada por el sistema
electoral que, en la mayoría de los estados de la república, tiende a favorecer
la construcción de mayorías absolutas en los ayuntamientos mediante el
sistema de listas electorales votadas por mayoría simple en una sola
circunscripción. Pero por esa misma razón, los ayuntamientos aparecen como
cuerpos divididos por incentivos opuestos: quienes gobiernan por mayoría,
suelen encontrar toda clase de obstáculos en las oposiciones representadas en
las reuniones de cabildo; y quienes representan a los partidos minoritarios,
suelen tener incentivos para bloquear sistemáticamente las decisiones de la
mayoría del ayuntamiento, apostando a las elecciones siguientes. En este
sentido, el diseño actual de gobierno municipal, desafiado por la pluralidad
política, se ha convertido en una de las causas más importantes para explicar
las razones por las que ha resultado imposible establecer servicios profesionales
de largo aliento.

El último de los desafíos se refiere a las consecuencias organizacionales de
las limitaciones ya señaladas. Colocados ante un número creciente de
responsabilidades formales, con recursos fiscales limitados y con un diseño
institucional políticamente conflictivo, los municipios se han administrado con
visiones de corto plazo. En ausencia de servicios profesionales estables, los
principales funcionarios públicos de los gobiernos locales de México responden a
criterios políticos: son reclutados por su filiación partidaria o por su cercanía
con los presidentes municipales, mucho más que por razones de capacidad
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profesional o experiencia en el cargo que ocupan. Como consecuencia de esa
lógica de reclutamiento político, la gran mayoría de los servidores públicos de
mayor nivel en los municipios carece, como ya hemos visto, de experiencia
previa. Y pese a que el personal contratado por los gobiernos municipales ha
aumentado en los últimos años como secuela del incremento en los recursos
administrados por ese nivel de gobierno, la rotación de los titulares de las áreas
administrativas de mayor jerarquía es de 95 por ciento cada tres años.
Tomando en cuenta que hasta el año 2002 había 548 mil empleados municipales
en todo el país, y que 47 por ciento de ellos era personal de confianza, ese dato
nos dice que todos los años hay una rotación promedio de 173 mil personas en
los cargos municipales de mayor importancia.22

Como consecuencia de este recuento, debe notarse que a los gobiernos
municipales se les pide más profesionalismo para gestionar los recursos
federales que les son transferidos y también menos gasto en recursos humanos.
Exigencias contradictorias, si se toma en cuenta la precariedad de capital
humano que hay en los municipios y la creciente necesidad de especialización
en el manejo de recursos públicos que los propios programas federales
reclaman. Desde el punto de vista organizacional, esa rotación es la
consecuencia de los desafíos planteados antes; es decir, de la combinación
entre mayores obligaciones formales, con una agenda pública mucho más
amplia, que debe ser atendida con recursos fiscales limitados y en un entorno
de conflicto político derivado del sistema electoral y del diseño de los
ayuntamientos. En esas condiciones, los incentivos organizacionales de los
gobiernos locales tienden hacia los proyectos de corto plazo con altos
rendimientos políticos. Una combinación claramente opuesta a la construcción
de una visión de largo aliento, con estabilidad organizacional, como la que
supone el establecimiento de servicios profesionales de carrera.

Sin embargo, los cuatro desafíos señalados –el demográfico, el fiscal, el
institucional y el organizacional– están claramente vinculados. Si bien su
combinación explica tanto las razones por las que no ha sido posible establecer
servicios profesionales municipales, como los riesgos de no hacerlo, también es
cierto que la ausencia de estabilidad administrativa y la pérdida constante de
recursos humanos calificados ha contribuido a profundizar las dificultades que
afrontan los gobiernos locales de México. A pesar de todo, la profesionalización
de los municipios podría contribuir a paliar los efectos de esos desafíos
combinados. De ahí su necesidad.

2. La ruta de la profesionalización: rasgos y condiciones
                                                  

22 Los datos relativos al número de empleados fueron tomados de la Dirección General Adjunta de Fortalecimiento
Institucional Municipal de la Sedesol. En 1995, conforme a la misma fuente, había sólo 380 mil empleados municipales
en todo el país. No debe dejar de advertirse que la división entre el número de empleados municipales y el número de
municipios que hay en el país da como resultado un promedio de 225 empleados por municipio: este dato es relevante
en sí mismo.
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La doble obligación de cumplir con la nueva agenda municipal y de afrontar los
viejos desafíos de ese nivel de gobierno han llevado a varios gobiernos locales
del país a seguir estrategias puntuales que tienden a la profesionalización, pero
que carecen de una o de varias de sus características más importantes.
Llegados a este momento, es preciso advertir que no existe una sola definición
canónica de lo que ha de entenderse por profesionalización en el servicio
público, sino que todo depende del punto de vista que se adopte.23 Pero sí
puede afirmarse que la profesionalización que tomaré en cuenta para efectos
de este documento se refiere a la política pública mediante la cual se organizan
las normas y los procedimientos administrativos indispensables para garantizar
que un cuerpo burocrático cuente con las capacidades profesionales necesarias
para cumplir con las atribuciones que le han sido asignadas de manera estable.
De esta definición se desprenden al menos cuatro criterios básicos para
reconocer la existencia de un proceso de profesionalización:

Primero. Que se trata de un proceso deliberado: de una política pública
específicamente diseñada para resolver el problema que representa la
improvisación y la falta de capacidades necesarias para el desempeño de los
puestos públicos. Como toda política pública, la profesionalización supone una
definición precisa del problema que se quiere resolver y el diseño de los
instrumentos normativos, técnicos y presupuestarios indispensables para llevar
a cabo la solución propuesta.24 En este sentido, la profesionalización no ha de
confundirse con un conjunto de decisiones aisladas en materia de
capacitación, o de establecimiento de ciertos indicadores para medir el
desempeño individual o de la organización en su conjunto, o bien de incentivos
específicos para estimular o castigar determinados comportamientos
organizacionales. Como política pública, la profesionalización ha de suponer
una política integral que busca garantizar que, en efecto, un determinado
cuerpo burocrático tenga las capacidades para cumplir con sus
responsabilidades de manera estable. De aquí que sus elementos mínimos

                                                  
23 Francisco Longo, Marco analítico para el diagnóstico institucional de sistemas de servicio civil, BID, 2002. Del

mismo autor también puede verse: “La calidad de los sistemas de servicio civil en América Latina y el Caribe: una
metodología de evaluación”, vol. I, Núm. 2, Red Mexicana de Servicio Profesional A.C., 2004, en donde ofrece la
siguiente definición: “El servicio civil se entiende constituido por el conjunto de arreglos institucionales mediante los
que se articulan y gestionan el empleo público y las personas que integran éste. Dichos arreglos comprenden normas,
escritas o informales, estructuras, pautas culturales, políticas explícitas o implícitas, procesos, prácticas y actividades
diversas cuya finalidad es garantizar un manejo adecuado de los recursos humanos, en el marco de una administración
pública profesional y eficaz, al servicio del interés general” (p. 95).   

24 Luis F. Aguilar ha señalado que “...crear problemas significa propiamente ‘crear soluciones concebibles que
propicien que los ciudadanos aprendan qué es lo que deberían querer de conformidad con lo que cuentan para poder
realizarlo´. La razón de ser del análisis de políticas es construir una definición del problema y, por ende, la política
correspondiente que indique a la comunidad lo que realmente pueden querer y desear porque es lo que razonablemente
pueden alcanzar. [...] En el fondo —sigue Aguilar—, el nuevo análisis conlleva y exige, por un lado, disciplinar el
deseo, disminuir las expectativas, ordenar las preferencias y, por otro, aumentar la productividad y expandir la
eficiencia colectiva para hacer que se recorran los límites de lo públicamente posible”, véase Luis F. Aguilar, “Estudio
introductorio”, en La hechura de las políticas públicas, México, Miguel Ángel Porrúa, 1992, pp. 72-73.  Las cursivas
son mías.
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incluyan criterios de reclutamiento, de capacitación y formación profesional,
de evaluación del desempeño y de premios y castigos asociados a la
verificación de la calidad profesional que se espera de los servidores públicos.
No pretendo en este punto desarrollar de manera extensa los elementos
mencionados. Pero vale la pena advertir que en ausencia de alguno de ellos, el
resto tiende a perder eficacia respecto de la definición que hemos adoptado.
De aquí que las tres piezas mínimas indispensables para reconocer un proceso
de profesionalización sean la entrada, el desarrollo y la salida del cuerpo
burocrático. La desconexión entre esos elementos es, en cambio, una prueba
inequívoca de que no estamos frente a un proceso de profesionalización sino
ante decisiones aisladas de administración más o menos eficiente de los
recursos humanos de una organización.

Segundo. Que responde a los imperativos del servicio público y a las
características profesionales deseables para ocupar cada puesto de trabajo.
Aunque la política pública de profesionalización puede adoptar muy diversas
modalidades, puede decirse que las capacidades profesionales que se esperan
de quienes forman parte de una organización han de estar claramente
vinculadas con sus propósitos formales. Es posible que resulte obvio afirmar
que la profesionalización no se refiere a las cualidades políticas ni a las
lealtades personales de quienes integran los cuerpos burocráticos. Sin
embargo, este punto representa uno de sus obstáculos más evidentes y uno de
los aspectos más debatidos en la literatura convencional sobre el papel de la
administración pública. En sentido estricto, se supone que las organizaciones
públicas han de cumplir funciones establecidas en un cuerpo normativo
estable, que no responden a la lógica del interés político inmediato,
ideológico, de partido o de grupo. Son esas funciones permanentes, contrarias
a la lógica del botín político, las que han de colocarse como criterio rector de
cualquier proceso de profesionalización.25 De aquí que la entrada, el desarrollo
y la salida de los puestos públicos, en el marco de la profesionalización, no
deba responder sino a las capacidades profesionales específicas que se
desprenden de cada uno de los cargos a ocupar; y también que, en sentido
contrario, cualquier interferencia relacionada con la adscripción política o con
las lealtades personales deba ser tomada como evidencia de que la
profesionalización no está cumpliendo con sus objetivos mínimos.

Tercero. Que se trata de una política específicamente destinada a construir
capital humano. Es decir, que tiene como principal objetivo el desarrollo de
las capacidades individuales y de grupo de quienes han de cumplir los
propósitos de la organización y, en consecuencia, no subordina ese objetivo a

                                                  
25 Sobre la importancia del mérito en los sistemas profesionales de carrera se ha escrito mucho. Sugiero, sin embargo,

consultar a Joan Prats i Catalá, “Servicio civil y gobernabilidad democrática: Fundamentos institucionales del sistema
de mérito y regímenes jurídicos y gerenciales requeridos para su eficiencia”, en Carlos Losada, ¿De burócratas a
gerentes? Las ciencias de la gestión aplicadas a la administración del Estado, Washington, BID, 1999, pp. 251-289.
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otros propósitos organizacionales.26 La profesionalización parte del supuesto
de que los llamados recursos humanos representan la base a partir de la cual
la organización en su conjunto es capaz de optimizar el uso de los medios que
la sociedad pone a su alcance. En su formulación clásica, este criterio supone
que ningún sistema es mejor que los seres humanos que lo conforman. De
modo que la administración tradicional de recursos humanos, basada en los
contratos colectivos, el pago de salarios y la negociación de derechos laborales
y prestaciones sociales ha de ceder su sitio a una dinámica diferente en la que
se asume que el núcleo central del éxito organizacional descansa en la calidad
de sus cuadros profesionales. En este sentido, la profesionalización es mucho
más que la capacitación tradicional destinada a entrenar a los servidores
públicos en el cumplimiento de tareas rutinarias y en el apego a las normas y
los manuales institucionales. Entendida como la construcción deliberada de
capital humano, supone un compromiso con el desarrollo individual de cada
uno de los miembros de la organización y, a la vez, con la afirmación de los
valores colectivos que los identifican con propósitos institucionales, en una
visión de largo plazo. La instrucción y el entrenamiento, a pesar de sus
virtudes intrínsecas, no equivalen a la profesionalización.

Cuarto. Que sus resultados han de medirse en términos del cumplimiento de
los objetivos propios de la organización, y no sólo del sistema de
administración de recursos humanos. Como política pública, la
profesionalización se dirige hacia la solución del problema que supone la
improvisación y la falta de calidad en el desempeño de los puestos públicos.
Pero no basta advertir que se han creado procedimientos de entrada,
desarrollo y salida acordes con las capacidades profesionales que se esperan
de cada puesto, si esas capacidades no se confrontan con la medición de
resultados de la organización en su conjunto. Dicho de otra manera: la
profesionalización fracasa cuando la organización en la que se inscribe no logra
mejorar su desempeño, ni agrega valor a sus resultados. A despecho de los
esfuerzos que eventualmente se hagan para lograr un buen sistema de
reclutamiento, un buen método de administración de incentivos o un
procedimiento justo para decidir sobre la salida del personal que no alcance
las calificaciones profesionales establecidas, el valor agregado que se espera
de ese conjunto de procedimientos ha de estar relacionado con la calidad de
los resultados organizacionales obtenidos como consecuencia de su aplicación.
En ese sentido, una buena política de profesionalización no ha de medirse
tanto por sus objetivos internos, cuanto por sus aportaciones a la eficacia, la
eficiencia y el éxito de la organización en su conjunto. En términos llanos: de

                                                  
26 Esta idea proviene del enfoque de Gestión de Recursos Humanos (GRH), impulsado inicialmente en los años

ochenta del siglo XX en la Harvard Business School, para el cual el potencial humano es una de sus características
centrales: “La clave del éxito —dice Xavier Sisternas— radica en saber atraer, retener y desarrollar las competencias
que la organización necesita para cumplir sus funciones. La GRH reconoce que los conocimientos, las habilidades y la
creatividad de los empleados constituyen el fundamento de los mejores o peores resultados que cada organización
obtenga”; véase, Xavier Cisternas, “ Los recursos humanos en las administraciones públicas: un enfoque de gestión”,
en Carlos Losada, Op. Cit.., p. 295.
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nada serviría invertir medios públicos en una política de profesionalización si
ésta no se refleja en la calidad de los resultados.

Es a la luz de esos cuatro criterios que puede hablarse de verdaderas
políticas de profesionalización. En cambio, la profesionalización fracasa cuando
las organizaciones carecen de alguna de las condiciones básicas en las que han
de descansar los criterios ya señalados. Señalo las siguientes:

a) Que la organización carezca de definiciones claras sobre lo que se espera de
ella. Es decir, que sus propósitos no sean estables ni respondan a un marco
institucional previamente fijado o que éste simplemente no se respete. Dado
que la formación de capital humano no se podría entender sino en función del
mejor cumplimiento de esos propósitos, es obvio que esa carencia
condicionaría no sólo el éxito de cualquier política de profesionalización, sino
incluso su propia definición. La primera condición para una política en esa
materia es que la organización sepa con nitidez cuáles son sus propósitos y que
éstos sean estables a lo largo del tiempo. En este sentido, no es ocioso señalar
que en una organización puede haber profesionales de la mayor calidad en sus
propios ámbitos de conocimiento y capacidades, sin que haya ningún atisbo de
una política de profesionalización. Dicho de otra manera: la sola existencia de
cuadros profesionales calificados no se traduce en un proceso de
profesionalización si los primeros no se encuentran institucionalmente
vinculados con las funciones y los propósitos que persigue la organización de
manera estable. La suma de profesionales no equivale a la profesionalización.
Por el contrario, el punto de partida es el marco institucional y los propósitos
organizacionales. Sólo en ese marco es posible decidir cuáles son las
capacidades necesarias para cumplirlos y en qué sentido puede formarse un
verdadero capital humano. Para ponerlo en términos plásticos: de casi nada
serviría un espléndido grupo de ingenieros civiles en una organización
destinada a la educación preescolar.

b) Que la organización carezca de definiciones precisas sobre las funciones
asignadas a cada uno de sus miembros, para cumplir los propósitos más
amplios de la organización. En términos convencionales, esas definiciones
suelen plasmarse en catálogos de puestos. Pero éstos solamente apuntan en el
sentido de una política de profesionalización como la que aquí se discute si se
relacionan con los objetivos que esa organización persigue formalmente. Los
catálogos que se refieren a la administración tradicional de recursos humanos,
destinados específicamente a integrar el pago de salarios en función de
determinadas jerarquías burocráticas no son útiles para la profesionalización
del servicio público, en tanto que no aluden a las capacidades profesionales
que se esperan de quien ocupa un puesto en la organización. La entrada, el
desarrollo y la salida de esos cuadros profesionales carecerían de todo sentido
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sin una referencia puntual hacia las características profesionales de quienes
formarán la organización.

c) Que no haya criterios para determinar y evaluar los resultados que se
esperan de los profesionales que formarán parte de la organización; no sólo en
términos de los propósitos generales de la organización como tal, sino de
manera específica sobre las funciones asignadas a cada uno de los puestos que
serán ocupados. El vínculo que une la calidad profesional individual con la
política de profesionalización está justamente en la conexión de sentido entre
los indicadores de procesos y resultados que se reclaman de cada servidor
público, a partir de los propósitos que se esperan de la organización.

d) Que no haya criterios de reclutamiento basados en la calificación de
capacidades profesionales. Es decir, que la condición de entrada a la
organización sea discrecional y que la política de profesionalización no
comience sino a partir del desarrollo del personal. La ausencia de esos
criterios de reclutamiento está en la base de las discusiones sobre el uso
discrecional de los recursos públicos que se asignan al pago de salarios
públicos. Las dinámicas de botín y la selección por razones políticas y
partidarias han explicado en buena medida esa carencia histórica en la
administración pública mexicana. Es evidente que no puede hablarse con
seriedad de una política de profesionalización que no tenga como punto de
partida la selección del mejor personal disponible en el mercado, en función
de sus capacidades profesionales y no de argumentos basados en la lealtad
personal de quienes integran los distintos equipos de trabajo hacia quien los
dirige.

e) Que no haya criterios de salida basados en el incumplimiento de las
condiciones profesionales previamente pactadas entre los individuos y la
organización. Esta ausencia es complementaria a la anterior y suele responder
a las mismas razones políticas: los equipos de trabajo, basados en el
reclutamiento de botín, entran y salen junto con los líderes que los
nombraron. Lo que en la práctica significa que los ciclos profesionales de
quienes ocupan cargos por designación dependen, en el mejor de los casos, de
los periodos de gobierno que determina el sistema electoral. Sin criterios de
entrada y de salida basados en una política de profesionalización, el efecto
que se produce es que los ciudadanos no sólo eligen los puestos que están en
la lisa electoral sino que, en la práctica, también les otorgan un voto de
confianza a los candidatos electos para designar todos los puestos. Sin
embargo, esta carencia, no necesariamente ha de suplirse con criterios de
orden administrativo tradicional de corte weberiano. Es decir, no es preciso
que haya designaciones permanentes y que la lógica del nombramiento
suponga la abstracción definitiva de cualquier condición de tiempo. Para
suponer la existencia de una política de profesionalización, la condición ha de
ser que los profesionales tengan claridad acerca de las capacidades que se
espera que desplieguen en favor de los objetivos de la organización, la forma
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en que sus resultados individuales serán evaluados, los plazos y recursos con
los que podrán contar, así como las condiciones profesionales por las que esa
relación podría concluir. En este sentido, el abanico de posibilidades que se
abre para regular la salida constituye, a la vez, una de las señas de identidad
más importantes para reconocer una política de profesionalización
determinada: desde las versiones más tradicionales de servicio civil de
carrera27 hasta las opciones más recientes de contrato temporal por resultados
(que suelen apostar a las cualidades del mercado como proveedor de
profesionales capaces y eliminan los costos del desarrollo de capital humano
por la temporalidad de los contratos) responderían a distintos modelos de
profesionalización.

No deja de llamar la atención que, en ciertos modelos de política de
profesionalización, ni siquiera sería necesario prever sistemas de formación y
desarrollo profesional para el personal reclutado. Quizá podría agregarse que la
ausencia de métodos de introducción a los puestos y de capacitación e
información permanentes hablarían de una seria deficiencia en la política de
profesionalización adoptada, en la medida en que los profesionales reclutados
no contarían con los medios necesarios para reconocer sus aportaciones
individuales en el conjunto de la organización, lo que obviamente plantea otro
tipo de dificultades. Pero en algunos modelos bastaría la existencia de esos
sistemas internos de información permanente para acreditar una política de
profesionalización basada en la lógica de los contratos temporales, en los que
la entrada, el desarrollo y la salida del personal profesional se asuma como un
recurso externo a la organización, que es adquirido en el mercado para
satisfacer objetivos puntuales.

3. Una propuesta para comparar modelos de profesionalización

A partir de los rasgos y de las condiciones mínimas desarrolladas en el apartado
anterior es posible reconocer cuándo sí (o cuándo no) estamos frente a una
verdadera política de profesionalización. Al mismo tiempo, es sobre esa misma
base que pueden distinguirse distintos modelos para obtener resultados
plausibles, en función de las características propias de cada entorno
institucional. Si partimos del reconocimiento explícito de que no hay un modelo

                                                  
27 Entre ellas se encuentra el diseño e implementación de sistemas disciplinarios de sanción, los cuales, a decir de

Villoria y del Pino, tienen cuatro funciones o propósitos: 1) lanza mensajes al resto de los empleados sobre las
conductas apropiadas; 2) ayuda a establecer el sistema de fronteras de la organización: las normas y reglas formales e
informales que todos deben seguir; 3) se usa para mantener relaciones dentro y fuera del grupo, y para preservar el
papel y la distancia que los superiores quieren que exista entre cada miembro de la organización; y, 4) se puede usar
para crear la ilusión de un estricto seguimiento de conducta; véase Manuel Villoria y Eloísa del Pino, Manual de gestión
de recursos humanos en las administraciones públicas, Madrid, Tecnos, 2000, 2da. Ed., p. 308.
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único, e incluso de que no tiene por qué haberlo, podemos suponer que la
profesionalización responde a objetivos institucionales previamente definidos y
que resulta más o menos exitosa, en la medida en que efectivamente obedece
a esos objetivos. Tratamos de no calificar lo que cada administración pública
pretende: si es más o menos vertical, más o menos burocrática, más o menos
gerencialista o más o menos inclinada hacia la gobernanza. No obstante, sí es
necesario asumir que la orientación genérica de la organización es un criterio
central para determinar el modelo de profesionalización que cada una puede
adoptar. Me explico: si la administración es muy tradicional, por ejemplo,
resultaría imposible adoptar un diseño de profesionalización más propio de los
sistemas gerenciales. O si la administración está orientada hacia los resultados
de corto plazo, resultaría inútil que construyera un servicio civil de carrera
tradicional, por catálogo de puestos y sistemas de evaluación, ascensos e
incentivos rígidos. Así pues, la coherencia resulta un elemento indispensable
para evaluar la calidad de un modelo de profesionalización, tomando en cuenta
dos condiciones: una externa, respecto del tipo de administración pública en la
que se inscribe un proyecto de profesionalización; y otra interna, relativa a las
características de cada uno de los procesos propios del modelo.

A falta de una referencia teórica universalmente válida, he identificado
cuatro modelos posibles: 1) el modelo vertical tradicional, cuyos rasgos han
sido definidos a partir de una analogía de lo que ocurre en el ejército; 2) el
modelo weberiano, por alusión a Max Weber, obviamente, pero sobre todo por
la idea de una burocracia estable que descansa en el expediente legal; 3) el
modelo orientado hacia políticas, o de tercera generación, vinculado con la
idea de un gobierno organizado por políticas y no por funciones rígidas; y, 4) el
modelo gerencial, vinculado al enfoque derivado de la Nueva Gestión Pública
(NGP), que tiende más bien hacia los resultados, la orientación hacia el
mercado y, en una última instancia, hacia la gobernanza. Se trata, como
veremos, de cuatro modelos generales que, a mi juicio, pueden cubrir
satisfactoriamente (a pesar de sus matices) las diferencias de enfoque entre las
distintas formas de abordar esta materia. E insisto: siempre apoyados en el
supuesto de que la profesionalización no puede explicarse sino en función del
modo en que se quiere orientar la administración pública en su conjunto,
conforme al doble criterio de coherencia ya señalado. Los rasgos generales de
cada uno de estos modelos son desarrollados en las siguientes páginas.

3.1. El modelo vertical tradicional

El servicio civil de carrera no parte, en principio, de una metodología única que
pueda ser aceptada universalmente. Se trata de un conjunto de procedimientos
que buscan asegurar el desempeño profesional de los funcionarios públicos. Es
decir, es un medio para garantizar, con la mayor probabilidad posible, que
quienes ocupan un cargo cobijado por el poder público realicen sus funciones
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con el mayor apego a los procesos y a los propósitos que ese cargo supone y, al
mismo tiempo, con la mayor independencia posible de los intereses y de la
situación personal de quien lo ocupa. No es ocioso recordar que el origen del
servicio civil está relacionado con la intención explícita de combatir el
patrimonialismo europeo, que  contraponía los intereses propios de quienes
ostentaban los cargos con los propósitos señalados por la monarquía ilustrada.28

El servicio civil nació como contraparte del militar y con una lógica
afincada en principios similares: si los ejércitos debían guardar la mayor
disciplina, lealtad y obediencia a las instrucciones del rey y, al mismo tiempo,
tener la mayor preparación técnica y los mejores recursos disponibles para
ganar las guerras, con la misma lógica tenían que actuar los funcionarios
encargados de hacer posible el control administrativo de los territorios ganados
por la corona.29 Producto de las ideas de la Ilustración, el servicio civil de
carrera nació así con la intención explícita de construir un cuerpo de
funcionarios capaz de asegurar el cumplimiento de los objetivos civiles del
Estado.30 Mientras más compleja se volvió la administración, más importante
fue contar con un cuerpo de funcionarios capaces de cumplir con los objetivos
establecidos en los marcos constitucionales que sustituyeron, a lo largo del
siglo XIX, a la voluntad de las monarquías absolutas. El servicio civil no sólo no
desapareció, sino que se consolidó como una de las herramientas más
importantes para afirmar la vigencia del Estado de derecho; y con ese mismo
propósito se ha mantenido hasta nuestros días. Esos orígenes son relevantes

                                                  
28 Como señala Omar Guerrero, el carácter del Estado absolutista se manifestó en principio mediante las condiciones

en las que se configuró su administración, en donde la derrota de las fuerzas feudales y la “subordinación formal,
institucional e incondicional” de los funcionarios hacia un poder central encabezado por la monarquía absoluta,
representarían algunas de las características más significativas. Omar Guerrero, “Estudio introductorio”, en Jean
Bonnin, Principios de administración pública, Fondo de Cultura Económica, México, 2003, pp. 35-37. Acerca del
análisis sobre el desarrollo del Estado absolutista en Europa remito, entre otros, a Perry Anderson, El Estado absolutista
/ Siglo XXI, México, 1979; Omar Guerrero, La teoría de la administración pública, Harla, México, 1986; Omar
Guerrero, Las ciencias de la administración en el Estado absolutista. Fontamara, México, 1986. Por su parte, para un
análisis detallado de las monarquías absolutas en Francia, véase a Alexis de Tocqueville, El antiguo régimen y la
revolución, Alianza Editorial, Madrid, 1982; Edmund Burke, Reflexiones sobre la revolución en Francia,  Alianza
Editorial, Madrid, 2003.

29 Sobre este punto, Herman Heller dice: “Lo que aconteció en lo militar, cuyo despliegue unitario de poder fue
posible gracias a una organización racional y planificada que emanaba de un centro de mando sucedió también en las
demás zonas de la administración, en las que se hizo necesaria la eliminación del carácter feudal mediante la
racionalización técnica de la concentración del poder político.” Herman Heller, Teoría del Estado, Fondo de Cultura
Económica, México, 1998, p. 172.

30 Aquí vale la pena remitirse a las ciencias camerales, desarrolladas en Alemania y Austria, las cuales, a decir de
Omar Guerrero, “constituyen el más vigoroso y exitoso esfuerzo por comprender a la administración pública del Estado
absolutista en su proceso de desarrollo. [...] La Cámara absolutista —sigue el autor— inaugura un estilo de trabajo
administrativo sin precedentes. Los soberanos, considerando a la Cámara como la espina dorsal de la administración del
Estado absolutista, establecieron un proyecto diametralmente opuesto al de sus predecesores feudales. No aspiraban a
mantener el estado de cosas, sino a transformarlo de manera radical. […] Los fines que perseguían se resumían en un
sólo propósito: el progreso integral del Estado”; véase, Omar Guerrero, La teoría de la administración Pública, Harla,
México, 1986, pp. 3-5.
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para la construcción de un modelo típico de servicio profesional, pues nos
ofrecen al menos cuatro analogías que no deben perderse de vista:

1. La separación inequívoca entre los intereses personales y los propósitos
institucionales. Como en la lógica de los ejércitos profesionales, los
funcionarios que integran el servicio civil no están llamados a librar sus propias
batallas. Su objetivo es integrar un cuerpo dedicado a cumplir los fines que
establecen las leyes y las políticas que se derivan de ellas. El profesionalismo
al que se apela se refiere, en principio, a esa condición: se trata de abandonar
los intereses privados, personales, para invertir el tiempo dedicado al trabajo
a los propósitos que persigue el Estado. De ahí que un servicio profesional no
pueda prescindir de instrumentos capaces de asegurar que esa separación
efectivamente se lleve a la práctica. Es decir, de instrumentos que permitan
garantizar el apego de los funcionarios a las reglas establecidas por la
institución a la que sirven.31 El ejército civil, para seguir con la analogía, no
puede apropiarse de los recursos públicos que el Estado pone en sus manos.

2. Las capacidades de quienes integran ese cuerpo de funcionarios
profesionales para desempeñar su función. Un ejército no gana batallas
solamente porque sus integrantes abandonan sus propósitos personales para
sumarse al objetivo del cuerpo al que pertenecen; también deben poseer la
preparación, la disciplina y los medios necesarios para lograr los objetivos que
se han propuesto. En este sentido, la analogía original sirve para subrayar la
importancia de entender el profesionalismo en una segunda acepción: como
capacidades técnicas y humanas suficientes para cumplir la tarea que debe
desempeñar cada uno de los cargos públicos. En nuestros días, esas
capacidades se han vuelto cruciales para advertir la calidad de los servicios
profesionales. Un cuerpo de funcionarios permanente, ajeno a los intereses
políticos circunstanciales, que sin embargo no tenga la preparación suficiente
para cumplir las tareas que le son asignadas, resulta tan inútil como un
ejército de improvisados. Los cuerpos civiles requieren de una amplia
preparación para desarrollar sus funciones; y éstas, además, han de ser tan
claras y tan precisas como las instrucciones tácticas que reciben los militares
que deben ganar una guerra.32

                                                  
31 Alexis de Tocqueville señala muy bien la separación entre los intereses personales y el Estado, y agrega: “Lo que

en la época caracteriza a la administración en Francia es el odio implacable que le inspiran indistintamente todos los
que, ya sean nobles o burgueses, pretenden ocuparse de los asuntos públicos al margen de ella. Le da miedo hasta el
más insignificante cuerpo independiente que parece querer formarse sin su concurso. La más pequeña asociación libre,
sea cual fuere su objeto, le importuna, y sólo deja subsistir aquéllas compuestas arbitrariamente por ella, y por ella
presididas”; véase, Alexis de Tocqueville, El antiguo régimen y la revolución, Alianza Editorial, Madrid, 1982, pp. 99-
100.

32 Para comprender la integración de un cuerpo de funcionarios profesionales, remito a Perry Anderson, quien afirma:
“[…] las monarquías absolutas de Occidente se asentaron en un cualificado estrato de legistas que proveían de personal
a sus maquinarias administrativas: los letrados en España, los maitres des requetes en Francia, los doctores en
Alemania (…) estos burócratas-juristas fueron los celosos defensores del centralismo real en el crítico primer siglo de la
construcción del Estado absolutista”; véase Perry Anderson, El Estado absolutista, Siglo XXI, México, 1979, p. 23. Por
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3. La disciplina con la que un cuerpo civil debe emprender sus tareas, del
mismo modo que un ejército debe obedecer las instrucciones que giran los
generales. No es necesario forzar esta tercera característica, para comprender
que la indisciplina puede ser la causa fundamental de la desviación de los fines
perseguidos por una institución pública. De aquí que los sistemas de vigilancia,
control y evaluación del desempeño de cada uno de los miembros de ese
cuerpo civil resulten tan importantes como lo son para los ejércitos militares.
Si bien en ambos casos existen tramos de discrecionalidad, en tanto que
resulta imposible prever todos los extremos de una acción colectiva, éstos no
pueden ser tan amplios como para abandonar los procesos de control que
aseguran la coherencia de la acción individual en función de los propósitos
compartidos. Siguiendo con la analogía, debe decirse que aun cuando algunas
batallas puedan ganarse por la valentía individual de un soldado —que por ese
hecho merece una condecoración—, las guerras solamente puede ganarlas un
ejército articulado. De ahí la relevancia de los sistemas que aseguran la
vigilancia de las acciones más importantes emprendidas por quienes integran
el cuerpo de funcionarios.33

4. Finalmente, la analogía planteada sirve para comprender la importancia de
definir con nitidez la estrategia que debe seguirse. Un ejército que ignora sus
objetivos resulta tan inútil como otro incapaz de obtenerlos. Pero esa
condición no depende del ejército en sí, sino de quienes lo integran y diseñan
los propósitos que deben seguirse. De igual modo, el servicio civil de carrera
no puede entenderse como un fin sino como una estrategia de organización
destinada a obtener resultados concretos. Los propósitos del servicio civil, en
ese sentido, están asociados a los fines más estables que persigue la
administración pública. El cuerpo de funcionarios que lo integran es similar a
un ejército, no a un comando entrenado para cambiar de objetivo
constantemente. A diferencia de las estrategias gerenciales propias del mundo
empresarial, cuyo objetivo principal es el lucro, los servicios civiles están
diseñados para garantizar el cumplimiento de objetivos perdurables, derivados
de las funciones permanentes señaladas en la ley y claramente asociadas a la
estabilidad de procesos rutinarios. De nuevo, la analogía sirve para
comprender que puede haber ajustes y cambios exigidos por las circunstancias
de cada batalla, pero el objetivo central de un servicio profesional es la
garantía de cumplimiento de las atribuciones más o menos permanentes

                                                                                                                                                       
su parte, si continuamos con el ejemplo cameralista, Omar Guerrero, confirma que éste “es un administrador público
formado cabalmente en la totalidad de los negocios gubernamentales, pero no únicamente por la vía de la experiencia y
el experimento personal, sino también por el aprendizaje universal y sistemático proporcionado por las universidades”;
véase Omar Guerrero, La teoría de la administración pública. Harla, México, 1986, p. 6.

33 Nuevamente, en su clásica obra El antiguo régimen y la revolución, Tocqueville plantea un análisis acerca de la
disciplina de los oficiales del rey, así como de la centralización del poder y de la administración en manos de éste. Para
el autor, durante la Francia prerrevolucionaria el centro del reino fue el encargado de reglamentar la administración
pública de todo el país, de ahí que la centralización se convirtiera en un rasgo inequívocamente formando durante el
antiguo régimen y que prácticamente  perduró intacto hasta después de la revolución francesa.
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establecidas por el derecho administrativo. Por ello que ese cuerpo de
funcionarios no puede servir para las decisiones coyunturales ni para integrar
agencias auxiliares con objetivos cambiantes; su naturaleza es otra: se trata
de asegurar que cumplan, en plazos largos, procesos y rutinas estables.

Esas cuatro analogías con el símil militar, de donde provienen los primeros
atisbos del servicio civil de carrera, son pertinentes hasta nuestros días como
criterio para establecer una base mínima a partir de la cual identificar y
monitorear el establecimiento y la evolución de un servicio profesional de
carrera. Como veremos más adelante, la evolución posterior del tema ha
exigido la introducción de otras formas de apreciarlo y evaluarlo. Pero en todos
los casos se mantienen intactas las razones que estuvieron detrás de su origen,
de ahí su importancia. Sobre esa base, puede afirmarse que las primeras pautas
para fijar un criterio mínimo que ayude a reconocer la implantación más
adecuada y la evolución de un sistema profesional de carrera son las siguientes:

1. La existencia de un cuerpo estable de funcionarios, cuyos integrantes
responden al cargo que ocupan y no a razones personales de cualquier
índole.

2. La existencia de algún procedimiento de selección de ese cuerpo de
funcionarios, basado en sus credenciales profesionales, asociadas
efectivamente al cargo que desempeñan.

3. La existencia de un sistema de capacitación, destinado a perfeccionar las
capacidades, las aptitudes y las habilidades indispensables de los
funcionarios.

4. La existencia de un sistema de vigilancia y control sobre el desempeño de
los funcionarios, relacionado con las normas que cada uno de ellos debe
cumplir.

5. La existencia de un sistema de evaluación del desempeño basado en los
resultados finales que cada uno de los funcionarios debe obtener.

6. La existencia de un sistema de seguimiento, control y evaluación de los
resultados agregados que debe obtener el cuerpo de funcionarios en su
conjunto.

7. La existencia de un conjunto estable de objetivos institucionales,
relacionado con los objetivos que se asignan a cada uno de los
funcionarios que integran el cuerpo del servicio profesional.

8. La existencia de un sistema agregado de control y de evaluación destinado
a verificar la coherencia interna y la correlación de cada uno de los
puntos anteriores.
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Con base en esta primera analogía, todo método de administración de
recursos humanos carecería de todo sentido si no se vincula con los propósitos
que persiguen las instituciones que lo adoptan. Por ello es importante de fijar
un criterio de seguimiento que sea capaz de vincular el diseño del servicio
profesional con aquellos objetivos institucionales. Como ya lo había
adelantado: crear un cuerpo de profesionales sin haber definido previamente
los objetivos permanentes que quiere cumplir la institución en su conjunto
carecería de todo sentido. Eso supone que los mínimos necesarios para
reconocer la existencia de un servicio civil están obligadamente asociados a los
fines establecidos para cada organización pública. Sin embargo, también es
cierto que las ocho características señaladas son válidas para cualquier servicio
profesional. En ese sentido, puede decirse que los primeros criterios que
debería adoptar un sistema de monitoreo destinado a observar la implantación
y la evolución de un servicio profesional tendrían que basarse, al menos en un
principio, en ese listado inicial de características.

3.2.  El modelo administrativo weberiano

El siglo XIX ha sido llamado, con razón, la era de las constituciones: luego de la
Ilustración y de los primeros intentos por organizar la administración pública
sobre la base de criterios racionales, capaces de contrarrestar la fuerza política
de los llamados estamentos, nació el Estado moderno.34 Su base fue el derecho;
es decir, la traducción de la voluntad soberana de ciudadanos iguales ante la
ley en normas jurídicas capaces de organizar la convivencia. Si en el régimen
anterior todo dependía, en última instancia, de las decisiones tomadas por el
rey, luego de la revolución liberal, el Estado habría de ser, al mismo tiempo, el
producto y el continente de la voluntad razonada y deliberada de individuos
libres, dispuestos a construir tantos espacios de libertad como límites al poder
político.35 El hombre ya se había convertido en la medida de todas las cosas,
pero con el triunfo de las ideas liberales esas medidas se volvieron normas
jurídicas elaboradas por asambleas representativas y cada vez más
democráticas.

Organizar el Estado desde las constituciones políticas no sólo significaba
arrebatar la soberanía y el poder a la monarquía, sino establecer los criterios a

                                                  
34 El análisis sobre la formación del Estado moderno se desarrolla con amplitud en Herman Heller, Teoría del Estado,

Fondo de Cultura Económica, México, 1998. También puede verse Georg Jellineck, Teoría General del Estado,
Albatros, Argentina, 1970; y Hans Kelsen, Teoría General del Estado, Editora Nacional, México, 1973.

35 Como bien señala Norberto Bobbio:  “[…] el constitucionalismo encuentra su completa expresión en las
constituciones que establecen límites no solamente formales sino también materiales al poder político, bien
representados por la barrera que los derechos fundamentales una vez reconocidos y protegidos jurídicamente elevan
contra el intento y presunción del detentador del poder soberano  de someter a reglamentación cualquier acción que los
individuos o los grupos intenten emprender”; véase, Norberto Bobbio, Estado, gobierno y sociedad, Breviarios, Fondo
de Cultura Económica, México, 1989, p. 139.
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partir de los cuales fuera posible mantener el orden social y garantizar a la vez
las libertades recién conquistadas. La naturaleza de la administración pública
cambió así radicalmente: si antes había sido el instrumento del absolutismo
para afirmar su dominio a lo largo y ancho del territorio ganado, ahora se
convertiría en el medio privilegiado para implantar el nuevo orden a partir del
derecho.36 De ahí que la lucha del liberalismo se haya identificado con la lucha
por la creación de un Estado de derecho capaz de garantizar el cumplimiento
de las responsabilidades básicas del gobierno y, al mismo tiempo, de acotarlas
para ofrecer la mayor libertad posible a los individuos.

En ese sentido, la herencia de la Ilustración sirvió para trasladar las
funciones del antiguo régimen hacia una nueva racionalidad administrativa
basada en las obligaciones jurídicas que se desprendían de la concepción
liberal. Pero por esa misma razón, sus obligaciones se convertirían en
atribuciones; su lealtad a las órdenes giradas por el rey, en apego a las
funciones determinadas por los ordenamientos jurídicos; y su disciplina de
cuadros destinados a cumplir instrucciones centrales, en controles basados en
el principio de legalidad y en la lógica del expediente. El resultado fue que las
cualidades personales dejaron su sitio a los cargos diseñados ex profeso y la
confianza individual, a los controles administrativos. Se consolidó entonces la
idea de una burocracia profesional, de la que se desprendería la mayor parte
de la literatura en esta materia, desde finales del siglo XIX hasta principios del
XX.37 Una burocracia concebida como el instrumento privilegiado de la acción
del Estado y al mismo tiempo ajena a los avatares de las contiendas por el
poder político. Una burocracia neutral, en el sentido político-partidario de esta
expresión, y profesionalmente preparada para cumplir las funciones que de
manera imparcial habría de llevar a cabo el aparato estatal.38

                                                  
36 Al respecto, Omar Guerrero señala que “[...] el Estado moderno resume los progresos alcanzados por el desarrollo

de la administración pública a lo largo de su historia. En su seno, la administración pública es típicamente burocrática,
monocrática y comisarial. Aunque el personal público ha llegado a constituir la carrera administrativa e inclusive, lograr
cierto derecho de cargo, el Estado se ha cuidado de no reconocer la propiedad vitalicia y hereditaria de los puestos
públicos. La administración pública estimula el sentimiento de prestigio de los funcionarios, pero no reconoce
prerrogativas señoriales; auspicia el espíritu de servicio, pero no somete a sus funcionarios a una calidad servil”; véase
Omar Guerrero, El funcionario, el diplomático y el juez, INAP-Universidad de Guanajuato-Plaza y Valdés, México,
1998,  p. 87.

37 Sin duda, el análisis de la burocracia formulado por Max Weber es uno de los más acabados y reconocidos en el
mundo; véase el clásico Economía y sociedad, traducido por el Fondo de Cultura Económica, México, 1944 (de la
edición alemana de 1922), así como, Qué es la burocracia, Buenos Aires, 1991. Revisiones de sus ideas originales
pueden ser encontradas en: Jorge Barenstein, El análisis de la burocracia estatal desde la perspectiva weberiana,
Centro de Investigación y Docencia Económicas, México, 1981; Manuel García Pelayo, Burocracia y tecnocracia,
Alianza, Madrid, 1982; y, Luis Aguilar Villanueva, Weber: la idea de ciencia social,  volumen segundo (La
innovación), Miguel Ángel Porrúa, México, 1988.

38 En este sentido, no está de más recordar que para Max Weber la dominación gracias al saber especializado
representaba el sine qua non del carácter neutral y racional de la burocracia, en donde “El auténtico funcionario no debe
hacer política, sino limitarse a administrar, sobre todo imparcialmente. […] El funcionario ha de desempeñar su cargo,
sine ira et studio, sin ira y sin pasión”. Max Weber, El político y el científico, Alianza, México, 1989, p. 115.
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Puede decirse que los estudios más importantes sobre esa concepción de
la burocracia se deben a Max Weber, quien a su vez observó (con el método de
los tipos ideales en los que se fundaron sus principales aportaciones teóricas),
que ese aparato representaba la expresión más concreta de la dominación
legal-burocrática que sintetizaba la visión de la época.39 Por ello, tomamos
prestado su nombre para caracterizar esta segunda fase del proceso de
profesionalización: el paso de una estructura basada en lealtades individuales a
otra sustentada en una ética de la responsabilidad, sujeta al expediente y
sometida al principio de legalidad.

En los términos del propio Weber, esa dominación se ejerce por medio de
un cuadro administrativo burocrático cuyas características principales nos
siguen dando pautas para estudiar el presente de las administraciones públicas,
al menos por las siguientes razones:40

1. Los funcionarios del modelo típico weberiano se conciben como personas
individuales que, sin embargo, se incorporan a la administración pública en
tanto que miembros de un cuerpo burocrático con atribuciones y obligaciones
directamente emanadas de la norma jurídica. En este sentido, su participación
en los quehaceres públicos solamente se refiere a su ámbito profesional y al
tiempo que dedican a desarrollar sus funciones que, en todo caso, es distinto
al que ocupa para ejercer su libertad como persona humana. Así, el
funcionario es libre, pero al mismo tiempo está sujeto a las obligaciones del
cargo que ocupa, mientras efectivamente está en cumplimiento de esas
funciones otorgadas por el Estado. De aquí que su actividad como funcionario
profesional esté plenamente normada y sujeta a las responsabilidades que se
desprenden del cargo ocupado.

                                                  
39 A juicio de Luis F. Aguilar, el método de los tipos ideales que usó Max Weber es “algo por entero indiferente a

cualquier juicio de valor y nada tiene que ver con una ‘perfección’ que no sea puramente lógica’”. Consistió entonces,
en un “medio heurístico de análisis”, “un medio para la “exposición” o definición de la particularidad de un hecho
histórico, para la invención y producción del concepto concreto y, a través de él, para la invención de la hipótesis de la
conexión causal que originó la aparición del hecho histórico singular”; véase, Luis F. Aguilar, Weber…, op. cit., pp.
561-565.

40 Para Max Weber, “El tipo más puro de dominación legal es aquel que se ejerce por medio de un cuadro
administrativo burocrático. Sólo el dirigente de la asociación posee su posición de imperio, bien por apropiación, bien
por elección o por designación de su predecesor. Pero sus facultades de mando son también “competencias” legales. La
totalidad del cuadro administrativo se compone, en el tipo más puro, de funcionarios individuales […] los cuales: 1)
personalmente libres, se deben sólo a los deberes objetivos de su cargo, 2) en jerarquía administrativa rigurosa, 3) con
competencias rigurosamente fijadas, 4) en virtud de un contrato, o sea (en principio) sobre la base de libre selección
según 5) calificación profesional que fundamenta su nombramiento –en el caso más racional: por medio de ciertas
pruebas o del diploma que certifica su calificación–; 6) son retribuidos en dinero con sueldos fijos […], 7) ejercen el
cargo como única o principal profesión, 8) tienen ante sí una “carrera” o “perspectiva” de ascensos y avances por años
de ejercicio, por servicios o por ambas cosas, según juicio de sus superiores, 9) trabajan con completa separación de los
medios administrativos y sin apropiación del cargo, y 10) están sometidos a una rigurosa disciplina y vigilancia
administrativa”; véase, Max Weber, “La dominación legal con administración burocrática”, en Economía..., op. cit., pp.
175-176.
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2. Esos funcionarios están sujetos al principio de jerarquía administrativa de
manera rigurosa, en tanto que sus atribuciones se entienden vinculadas al
cumplimiento de obligaciones que son vigiladas y controladas por superiores
jerárquicos. No desarrollan sus tareas de manera independiente ni, en
consecuencia, se pone el acento en los resultados que se esperan de su
quehacer, sino que de ellos se espera tanto la obediencia a las funciones que
deben desempeñar como a las instrucciones de los jefes burocráticos cuyo
ámbito de responsabilidad es mayor. Desde este punto de vista, las funciones
que cada uno desarrolla representan, al mismo tiempo, una escala de
obligaciones y responsabilidades: una jerarquía, que compromete a la
burocracia en su conjunto.41

3. De ese cuerpo de funcionarios se espera un cuadro de competencias fijo y
claramente establecido en las normas jurídicas que rigen su funcionamiento.
Pero estas competencias no se refieren, en el léxico propio de la visión
weberiana, a las cualidades profesionales de quienes ocupan los cargos sino al
principio de legalidad, según el cual los funcionarios públicos solamente
pueden hacer aquello que expresamente les está atribuido por la norma
jurídica. Este principio ha caracterizado la versión peyorativa de la burocracia,
incapaz de salvar situaciones o tomar decisiones de obvia resolución, cuando
éstas no corresponden con el grupo de funciones específicamente otorgadas a
ellos. Si se trataba de acotar la discrecionalidad con la que solían actuar de los
principios acuñados por el liberalismo, su resultado fue esta nueva concepción
de legalidad que es, simultáneamente, un principio de sujeción a la letra de
las atribuciones y de las obligaciones establecidas.42

4. La burocracia en esta segunda fase opera por contrato. Es decir, no se espera
de quienes lo suscriben sino el cumplimiento puntual de las cláusulas que
están establecidas en su contenido. Dado que no se trata de una relación que
rebase los tiempos dedicados a las tareas profesionales, el continente jurídico
de la relación está en los pactos que se desprenden de ese contrato y se
suspenden, a la vez, tan pronto como el contrato queda vencido. De ahí la

                                                  
41  Un análisis detallado sobre la jerarquía administrativa puede encontrarse en Jorge Barenstein, op. cit., donde se

dice que: “El señor es el ‘superior’ que ordena con base en reglas estatuidas y dentro de una competencia específica. El
tipo más característico de miembro del cuadro administrativo es el ‘funcionario’, nombrado por el señor y seleccionado
con base en su calificación técnica. […] Las relaciones dentro del cuadro administrativo, y entre éste y el señor, están
estructuradas en una jerarquía de cargos con subordinación de los inferiores a los superiores, y el funcionamiento está
basado en la llamada ‘disciplina del servicio’” (p. 59).

42 Sobre este punto vuelvo a remitir a Max Weber quien sostiene, respecto de la legalidad, lo siguiente: “Rige el
principio de las atribuciones oficiales fijas, ordenadas por lo general, mediante reglas, leyes o disposiciones del
reglamento administrativo. Es decir: 1)Existe una firme distribución de las actividades metódicas –consideradas como
deberes oficiales- necesarias para cumplir los fines de la organización burocrática. 2) Los poderes de mando necesarios
para el cumplimiento de estos deberes se hallan igualmente determinados de un modo fijo, estando bien delimitados
mediante normas los medios coactivos que le son asignados (…) 3) Para el cumplimiento regular y continuo de los
deberes así distribuidos y para el ejercicio de los derechos correspondientes se toman las medidas necesarias con vistas
al nombramiento de personas con aptitudes bien determinadas”; Max Weber. “La dominación legal con administración
burocrática”, en Economía.., Op. Cit., pp.716-717.
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importancia de las relaciones laborales: el Estado y su burocracia se vinculan
en tanto que los contratos definen los contenidos, las características y la
duración de esa relación. En ellos, ambas partes fijan sus condiciones: el
burócrata el salario que aceptará a cambio de dedicar su tiempo al
cumplimiento de la función pública, y el Estado las normas a las que sujetará
el trabajo que ha decidido contratar.

5. En ese mismo sentido, la relación laboral en la que se sostiene el contrato
entre el burócrata y el Estado parte del supuesto de una calificación
profesional en la que se fundamenta su nombramiento como funcionario
público. Dado que la lealtad individual ha sido desplazada, las razones en las
que se funda la contratación son estrictamente profesionales, entendidas
como las aptitudes y las habilidades que se esperan de ese funcionario; y
éstas, a su vez, pueden ser asumidas como el producto legítimo de cierta
formación previa, acreditada mediante diplomas y certificados que el Estado
reconoce como válidos para sostener que la persona contratada cuenta con los
conocimientos necesarios para desempeñar su función, o bien como el
producto de exámenes y pruebas a través de los cuales la persona individual
debe demostrar que en efecto cuenta con las calificaciones indispensables
para ocupar el cargo al que aspira.

6. Como se ha dicho, la función pública asumida por este modelo como el
producto de un contrato profesional se basa estrictamente en una retribución
en dinero, con sueldos e incentivos fijos y claramente establecidos sobre la
base de la jerarquía en la que se ubique el cargo correspondiente. El sueldo,
en ese sentido, es la base de la relación laboral individual, tanto como las
normas a cumplir lo son de las responsabilidades asignadas a cada cargo. En
consecuencia, el establecimiento de nóminas y rangos salariales determinan no
sólo el ingreso de los funcionarios, sino su posición dentro de la jerarquía
burocrática.

7. Al mismo tiempo, este modelo supone que los funcionarios efectivamente
contratados ejercerán su trabajo como la única o, al menos, la principal
profesión. El tipo ideal weberiano parte del supuesto de que las personas que
ocupan los cargos han decidido dedicar su tiempo completo de índole
profesional al desempeño de las funciones públicas que les han sido asignadas
y, en este sentido, se asume también que no puede ser aceptado ningún
trabajo ni alguna actividad adicional que interrumpa, distraiga o contravenga
los intereses del aparato estatal al que pertenece el funcionario. Se trata, en
efecto, de funcionarios de tiempo completo.

8. Como contraprestación de esa dedicación profesional, los funcionarios que
pertenecen a la burocracia tienen sin embargo la perspectiva de una carrera.
Es decir, una perspectiva profesional de ascenso en la jerarquía burocrática a
la que pertenecen, ya sea por el tiempo que le han dedicado, por la calidad de
los servicios que han ofrecido o por ambas. En este sentido, la burocracia no
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solamente ejerce su función sobre la base del sueldo que percibe, sino por la
expectativa de pertenencia al cuerpo de funcionarios en el largo plazo. De
aquí que los criterios de estabilidad y de pertenencia se vuelvan también un
elemento crucial para afirmar su labor propia.

9. Los funcionarios, por otra parte, no sólo mantienen una ética basada en la
responsabilidad y en la plena separación entre los asuntos y los intereses de la
política, sino que además operan con absoluta separación de los recursos que
se ponen a su alcance. Es decir, en tanto que miembros del cuerpo de
funcionarios, todos los medios financieros, materiales o humanos que se les
entregan para el desarrollo de sus funciones se asumen como cosa ajena a sus
intereses personales. El principio de corrupción, en el modelo weberiano, no
consiste sino en la apropiación privada de los recursos públicos, en cualquiera
de sus modalidades.

10. Finalmente, los funcionarios públicos están sometidos a la más estricta
disciplina y a una constante vigilancia sobre los procesos que desarrollan.
Responsabilidad y control se asumen, en esta visión administrativa, como
partes inseparables de un mismo continuo. Si los funcionarios no pueden ni
deben emprender sus tareas al margen del expediente que norma su actuación
cotidiana, y al mismo tiempo pertenecen a una jerarquía claramente
establecida que utiliza recursos ajenos para cumplir sus obligaciones, la idea
del control está llamada a formar parte integral de ese sistema.

Este conjunto de características nos permite identificar una visión que, si
bien se acuñó hacia finales del siglo XIX, sigue siendo claramente influyente en
la concepción de los sistemas de administración de recursos humanos hasta
nuestros días. De hecho, buena parte de la jerga que se utiliza en la vida
burocrática de principios del siglo XXI es deudora de ese modelo. Aunque a
juicio de recientes perspectivas teóricas ya ha sido rebasado, lo cierto es que la
evolución desigual de las administraciones públicas de estados y municipios
responde todavía (o incluso, todavía no) a esos criterios de implantación de una
burocracia profesional; Por eso los criterios que se desprenden de ese enfoque,
llevados a su expresión mínima en los sistemas profesionales de nuestros días,
serían los siguientes:

1. La existencia de normas de funcionamiento de la administración del
personal profesional y de servicio civil.

2. La existencia de un catálogo de los puestos que integran el servicio
profesional de carrera, con una descripción pormenorizada de las
cualidades  que se esperan de quienes los ocupan.

3. La existencia de un sistema de reclutamiento y selección de funcionarios
que, a su vez, responda a criterios profesionales, impersonales y técnicos.
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4. La existencia de un sistema de capacitación a los funcionarios públicos
directamente asociado con las cualidades técnicas y éticas que se esperan
de ellos.

5. La existencia de un sistema de evaluación del desempeño basado en
procesos verificables y en normas de comportamiento claramente
reglamentadas.

6. La existencia de un sistema de ascensos basado en el expediente personal
de los integrantes del cuerpo profesional.

7. La existencia de un sistema destinado a garantizar la estabilidad en el
empleo de los funcionarios que cumplan las normas básicas de actuación.

8. La existencia de un sistema de sanciones derivado de las conductas
contrarias a la reglamentación establecida para los funcionarios.

9. La existencia de un sistema de dirección y vigilancia central sobre el
conjunto de los procesos que integran el servicio profesional.

Como puede verse, el modelo que se desprende del planteamiento clásico de
Max Weber supone una organización mucho más sofisticada de los recursos
humanos dispuestos para el servicio público. A partir del supuesto de una
normatividad rígida pero bien diseñada, implica que la administración pública
no solamente sabe con claridad qué tipo de desafíos ha de enfrentar de manera
cotidiana, sino que además ha logrado establecer un cuadro de competencias y
de responsabilidades para cada uno de los cargos que integran el cuerpo
burocrático, así como jerarquías, relaciones laborales sujetas a una
reglamentación coherente, sistemas de vigilancia, supervisión, control, y
opciones de estabilidad, permanencia y movilidad para todos los funcionarios
que pertenecen al servicio profesional. En este sentido, puede decirse que el
modelo sigue constituyendo una referencia válida para apreciar el estatus que
guarda la evolución burocrática, en términos de la construcción del servicio
civil de carrera.

3.3. El modelo de tercera generación: gobernar por políticas

Después de la segunda guerra mundial, la preocupación por la eficacia de los
gobiernos se incrementó tanto como la complejidad política, social y
económica en la que habrían de desenvolverse. De un lado, el crecimiento de
los asuntos que debían ser atendidos por el gobierno, en la dinámica del Estado
del bienestar y de sus limitaciones fiscales; de otro, el fracaso de los modelos
que privilegiaron la mayor intervención del Estado para resolver las necesidades
insatisfechas de la población y promover el desarrollo económico, en
detrimento de la economía basada en la libertad del mercado; y la
modificación posterior de los patrones de actuación de los aparatos
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gubernamentales, en principio como respuesta a sus obligaciones sociales
acrecentadas y después por el efecto directo de la globalización de la
economía, propiciaron una revisión a fondo de los principios en los que se había
fundado la administración burocrática tradicional.43

El enfoque de políticas públicas, que surgió en los Estados Unidos hacia los
años cincuenta del siglo XX, se fundó en la idea básica de convocar, en tiempos
de paz, el mismo esfuerzo y la misma energía que un país es capaz de
desarrollar en tiempos de guerra en favor de la persecución de objetivos
comunes.44 Este enfoque fue desarrollado  ampliamente durante las décadas
siguientes, y puede afirmarse que su aportación principal sigue siendo la del
esfuerzo por entender al gobierno como una organización que participa en el
diseño e implementación de políticas y se compromete con sus resultados,
dejando atrás la concepción según la cual el gobierno era reducido
exclusivamente a un conjunto de órganos, estructuras y atribuciones
rígidamente establecidas para cumplir funciones permanentes e invariables a lo
largo del tiempo.

Sin embargo, ese enfoque produjo un amplio debate académico que ha
puesto el acento en sus principales limitaciones. Las políticas que se basan en
el supuesto de una racionalidad perfecta, o las ambiciones excesivas de los
gobiernos por atender y resolver simultáneamente todos los problemas
públicos, o el ideal de una planeación capaz de superar todos los obstáculos
propios de una implementación compleja, han sido los principales focos de
crítica planteados a la luz de este enfoque.45 Esto explica que la selección de
temas en una agenda pública cada vez más amplia, más debatida, más

                                                  
43 Para profundizar sobre el cambio en la concepción del papel del Estado, así como sobre el surgimiento de nuevos

derechos sociales y desafíos administrativos en los gobiernos occidentales, véase a Manuel García Pelayo, Las
transformaciones del Estado contemporáneo, Alianza Universidad, Madrid, 1985; y, Ramón Cotarelo, Del Estado de
bienestar al Estado de malestar, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990.

44 Uno de los artículos fundadores del estudio de las políticas públicas es el  publicado en 1951 por el profesor
norteamericano Harold Lasswell. Como parte de sus planteamientos iniciales, encontramos la necesidad de dotar de
mayor racionalidad e inteligencia al proceso de toma de decisiones, a la vez que se perfecciona la ejecución práctica de
las políticas. Según el autor, “Nos hemos vuelto más conscientes de que el proceso de la política (policy process), de su
elaboración y realización, es objeto de estudio por derecho propio, fundamentalmente con la esperanza de aumentar la
racionalidad de las decisiones. Se ha venido desarrollando así una orientación hacia las políticas (policy orientation),
que atraviesa todas las especialidades establecidas. Esta orientación tiene una doble dimensión: por una parte se interesa
en el proceso de la política y por otra, en las necesidades de inteligencia de ese proceso”; véase, Harold Lasswell, “La
orientación hacia las políticas”, en Luis F. Aguilar, El estudio de las políticas públicas. Miguel Ángel Porrúa, México,
1992. p. 80.

45 En este sentido, el propio Laswell insistió veinte años después de haber publicado su artículo fundador, que “las
ciencias de políticas se interesan en la importancia del conocimiento de la decisión y dentro de la decisión” y que, en
consecuencia, la sola producción de conocimiento aplicado no era suficiente para resolver los problemas públicos, si no
se tomaba en cuenta la experiencia misma de las políticas en marcha; véase H. Lasswell, “La orientación hacia las
políticas” en Luis F. Aguilar, El estudio, Op. Cit.,  p.110. Por su parte, a Herbert Simon se le debe el desarrollo del
concepto de “racionalidad limitada”, que resultó útil para reconocer la invalidez de la presencia de un modelo racional
en el aspecto organizacional, reconociendo que los individuos estaban ante la imposibilidad de tener disponible toda la
información, de contar con el establecimiento de preferencias claramente definidas, así como de la capacidad de
calculabilidad perfecta; véase Herbert Simon, Administrative Behavior, Free Press, Nueva York, 1976.
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democrática y más compleja; la importancia de establecer redes causales para
definir problemas, a la luz de cursos de acción realmente posibles e
institucionalmente condicionados; la obligación de considerar intereses
contrapuestos y capacidades derivadas de los propios mercados; la evidencia de
redes de implementación que desafían incluso a la planeación más sofisticada;
la dificultad de mantener estables las preferencias a lo largo del tiempo, y de
evaluar resultados con indicadores inobjetables, hayan sido enseñanzas
derivadas de la experiencia de esta nueva concepción del papel asignado a la
administración pública.46

Con todo, este enfoque tampoco ha soslayado la importancia de traducir
sus principios básicos en una forma concreta de organización burocrática. Acaso
más flexible y más abierta a las exigencias del entorno, pero igualmente
comprometida con la necesidad de contar con funcionarios públicos aptos para
afrontar responsabilidades y ofrecer resultados. Este enfoque, llamado también
de tercera generación, es importante para esta secuencia por las siguientes
razones:

1. Asume que el gobierno no puede resolver todos los problemas de la
convivencia. No sólo los que se derivan de sus obligaciones básicas, sino de sus
verdaderas posibilidades de intervención en favor de postulados sociales o
económicos de carácter general. No puede hacerlo por sus limitaciones fiscales
y porque las carencias y las demandas sociales han aumentado junto con la
dinámica demográfica y los procesos acelerados de urbanización. En ese
sentido, el viejo concepto de la demanda pública insatisfecha se fue
sustituyendo paulatinamente por la idea de la agenda pública, según la cual
gobernar también significa seleccionar; y el papel asignado al funcionario
estable y rígido de tiempos anteriores se ha desplazado hacia un modelo de
funcionarios capaces de administrar la complejidad de las políticas a su
cargo.47

                                                  
46 Sobre estos puntos se ha producido una vasta bibliografía. Entre los artículos y libros que reúnen distintas visiones

sobre éstos remito, entre otros, a Charles E. Lindblom, “La ciencia de salir del paso”, en Luis F. Aguilar, La hechura de
las políticas, Miguel Ángel Porrúa, México, 1996; Eugene Bardach, The implementation game / What happens after a
bill becomes law, MIT Press, Cambridge, 1975; Giandomenico Majone, Evidencia, argumentación y persuasión en la
formulación de políticas, Fondo de Cultura Económica, México, 1998; Aaron Wildavsky y Jeffrey Pressman,
Implementation / How great expectations in Washington are dashed in Oakland, Berkeley University Press, Berkeley,
1973. También puede verse mi texto La importancia de las rutinas..., op. cit., pp. 5-17.

47 Sobre este punto también puede consultarse a Luis Aguilar, El estudio... op. cit., quien sotiene que: “Hemos
descubierto el estado limitado, el gobierno limitado. Cada una de las decisiones de gobierno, buenas, malas o regulares,
necesita y consume recursos políticos y fiscales. Cada decisión cuesta, tiene costos de operación y, si es equivocada,
onerosos costos de oportunidad tanto en el renglón de la política como en el de la hacienda pública. En la euforia
intervencionista no nos planteamos con relieve y claridad la cuestión de los recursos escasos y agotables, la limitación
fiscal y la vulnerabilidad política. En contraste, los años de la crisis nos ayudaron a descubrir que la escasez y los costos
son componente esencial de toda política y administración. Nos han hecho entonces aprender y exigir de nuevo el
olvidado e irremplazable arte de la elección racional en la política y en las políticas: la democracia y la eficiencia de la
gestión pública”,  (p.17).
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2. Dado que el gobierno no puede resolverlo todo, el enfoque sugiere que la
selección de la agenda pública ha de ser el producto de un ejercicio cada vez
más democrático y más abierto, y que los funcionarios han de estar alertas a
las mudanzas de esa agenda para ofrecer las opciones de política más
acertadas. La agenda pública no es vista como decisión unilateral,
normativamente fijada desde la autoridad, sino como una consecuencia de la
apertura a las prioridades sociales.48 Dicho de otro modo: los recursos públicos
han de estar destinados a los verdaderos problemas públicos, cada uno de los
cuales ha de estar sustentado a su vez en indicadores precisos sobre la forma
de plantearlos y de abordarlos mediante políticas públicas.

3. Las soluciones a las prioridades sociales parten de una definición de los
problemas, que ya de suyo es elaborada con el propósito explícito de atacar
las causas que los generan a través de cursos de acción orientados a
resultados. Frente a la visión anterior, según la cual la solución a los
problemas públicos residía en la creación de órganos y dependencias
gubernamentales que eran, a su vez, el continente de burocracias estables, el
nuevo enfoque propone que cada problema ha de ser definido como un curso
de acción en el que pueden y aun deben participar quienes pueden aportar
algo a los resultados deseables, medidos con nitidez a través de procesos
transparentes y de indicadores verificables.49

4. Entendidas como cursos de acción orientadas a resultados, las políticas
públicas exigen una visión más orientada hacia las capacidades gerenciales que
hacia las funciones rígidas, que abandona por lo tanto la idea de los órganos y
de las estructuras inamovibles para apoyarse, en cambio, en la construcción de
procedimientos verificables y abiertos que pueden y deben ser objeto de
evaluación pública.50 Las rutinas organizacionales ya no se plantean como
procedimientos reglamentarios, fijos y ajenos a sus propósitos, sino como
eslabones de procesos abiertos y públicamente vigilados, que quieren
garantizar, además, mayores estándares de calidad.51

                                                  
48 Para un análisis detallado acerca de la agenda pública, véase, Luis Aguilar, Problemas públicos y agenda de

gobierno, Miguel Ángel Porrúa, México, 1996; y Giandomenico Majone, Evidencia, argumentación y persuasión en la
formulación de políticas, Fondo de Cultura Económica, México, 1998. También se recomienda ver G. Majone, “La
credibilidad de las políticas: Por qué es importante y cómo lograrla”, en María del Carmen Pardo (comp.),  De la
administración pública a la gobernanza, México, El Colegio de México, 2004, pp. 143-170.

49 Los análisis en torno a la definición del problema pueden encontrarse en Luis Aguilar, La hechura..., op. cit ; y
Eugene Bardach, Los ocho pasos para el análisis de una política, un manual para la práctica,  Miguel Ángel Porrúa-
CIDE, México, 1998.

50 Véase Enrique Cabrero, Del administrador al gerente público. INAP, México, 1995.
51 En otro momento he desarrollado, desde el punto de vista del Nuevo Institucionalismo, qué debe entenderse por

rutinas institucionales. He señalado que dado que los individuos no están en condiciones de tomar decisiones de manera
constante en todas las situaciones en las que suelen encontrarse optan por la certeza de las rutinas conocidas; es decir,
recurren a los modos de comportamiento que les ofrecen mayor seguridad. Sobre esa base, sostengo que la memoria de
una organización se convierte en tradición y práctica cuando se plasma en rutinas organizacionales. Cambiarlas
repentinamente es tan imposible como sujetarse en definitiva a sus prácticas. Por lo tanto las políticas más exitosas no
son aquellas que diseñan todos y cada uno de los detalles a partir de los cuales han de llevarse a cabo, sino las que
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5. La evaluación del procedimiento y de los resultados se convierte, desde esta
nueva mirada, en un elemento esencial del proceso. Los patrones anteriores
de evaluación solían basarse en criterios presupuestarios y en el cumplimiento
de tareas desvinculadas de los resultados de la política. En cambio, los
estándares de calidad perseguidos por este nuevo enfoque representan un
compromiso con la rendición de cuentas que, sin renunciar al uso transparente
de los recursos, agrega resultados organizacionales (o intermedios, verificados
con indicadores establecidos de antemano), a lo largo de un proceso que
persigue resultados explícitos.

6. La sistematización de los procesos administrativos, a la luz de las políticas
públicas establecidas, exige también el uso de nuevos tecnologías de
información y la mayor coherencia interna de los procesos involucrados. La
ética de los funcionarios deja de ser un asunto de vigilancia, supervisión y
control para trasladarse a una nueva visión que apunta hacia el compromiso
personal de los funcionarios con los propósitos de cada política, así como con
la dignidad del éxito compartido por los equipos responsables de llevarlas a
cabo.

7. Cada política pública, finalmente, supone también la mayor transparencia y la
mayor participación posibles frente a la sociedad. Con estos nuevos criterios,
la administración deja de ser una caja negra para aspirar a convertirse en una
caja de cristal, cuyos procesos son públicos y cuyos resultados se miden en
términos del cumplimiento de sus compromisos explícitos. De esta manera,
mientras exista más transparencia en los procedimientos, habrá mayores
posibilidades de convocar participación pública; y a mayor participación
pública, mejores resultados y mayor incidencia en las nuevas definiciones de
los problemas de la agenda pública siguiente.52

El cambio de orientación planteado por el enfoque de política pública ha
exigido, en consecuencia, una visión distinta de la organización del servicio
público. No supone la eliminación de los cuerpos burocráticos, ni mucho menos
la ausencia de reglamentaciones básicas capaces de darle orden a su
funcionamiento. Pero tanto los funcionarios como los procesos a los que está

                                                                                                                                                       
finalmente logran adaptarse a la vida de las organizaciones y cruzar por su historia sin sufrir desviaciones dramáticas;
véase Mauricio Merino, La importancia de las rutinas..., op.cit., pp. 17-21. Mi análisis, sin embargo, proviene del
estudio de un texto clásico: James G. March y Johan P. Olsen, El redescubrimiento de las instituciones. La base
organizativa de la política, Fondo de Cultura Económica, México, 1997.

52 Sobre este particular existe una amplia bibliografía, remito entre otros, a Juan Pablo Guerrero Amparán, La
reforma a la administración pública mexicana en el nuevo régimen político. ¿Por dónde empezar?. Ideas para la
creación de un gobierno transparente, responsable y cercano a la ciudadanía. Centro de Investigación y Docencia
Económicas, DTAP. 89, México, 2000; Neal Finkelstein, Tranparency in public policy. Great Britain and United States,
Macmillan Press, USA, 2000; Luis Carlos Ugalde, Rendición de cuentas y democracia. El caso de México. Instituto
Federal Electoral, México, 2002; Sergio López Ayllón, El derecho a la información. Miguel Ángel Porrúa, librero
editor, México, 1984; Mauricio Merino (coord), Transparencia: libros, autores e ideas. Instituto Federal de Acceso a la
Información Pública-Centro de Investigación y Docencia Económicas, México, 2005.
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vinculada su tarea profesional, se asumen como partes de un compromiso que
reclama mayor capacidad de adaptación para responder a la agenda pública, y
un compromiso ético claramente vinculado con indicadores precisos de
desempeño y de resultados. Por ello, es posible deducir que la administración
asentada en la visión de las políticas públicas permita incorporar criterios de
tercera generación, que podrían sintetizarse de la siguiente manera:

1. La existencia de un catálogo de puestos diferenciado, entre aquellos
cargos que realizan rutinas estables y los que desarrollan funciones
auxiliares, sobre la base de las políticas que persigue la institución.

2. La existencia de un sistema de selección por concurso, estratificado,
diferenciado, público y abierto, sobre la base de las cualidades que se
esperan de cada uno de los cargos por ocupar.

3. La existencia de un sistema de evaluación del desempeño directamente
asociado a indicadores precisos sobre los resultados intermedios y finales
de las políticas públicas que están a cargo de la organización y de cada
uno de los puestos que la integran.

4. La existencia de un sistema de capacitación vinculado al desarrollo
profesional de los integrantes del servicio (plan de carrera).

5. La existencia de métodos de separación del cargo, asociados no sólo al
incumplimiento de normas básicas, sino a la evaluación del desempeño y
de las capacidades certificadas de los miembros del servicio.

6. La existencia de un sistema de promoción e incentivos profesionales,
relacionado con los méritos individuales de los integrantes del servicio.

7. La existencia de un sistema de sanciones basado en criterios de debido
proceso y justicia laboral.

8. La existencia de sistemas de evaluación y control sobre la operación del
servicio en su conjunto, basado en sistemas informáticos e indicadores de
costo y resultados claramente verificables.

En términos llanos, este enfoque transforma la visión anterior de un
servicio civil de carrera basado en normas de permanencia y estabilidad, a
partir de cargos ocupados por funcionarios que cumplen en la medida en que se
ajustan al molde de la función que desempeñan, conforme al modelo
weberiano, para evolucionar hacia los servicios profesionales que predominan
actualmente en las administraciones públicas de Occidente. El cambio de
nombre de servicio civil a servicio profesional expresa también un cambio de
naturaleza, que pide mayor flexibilidad, mayor adaptación al entorno, mayor
compromiso con indicadores y resultados y mayor publicidad. Al mismo tiempo,
exige de los integrantes del servicio capacidades diferentes y méritos
acreditados para permanecer y ascender en la escala jerárquica, y ofrece a
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cambio un desarrollo profesional asociado a una idea meritocrática del servicio
público. No sobra decir que de acuerdo con el enfoque de políticas públicas la
acción del gobierno municipal cobra mayor relevancia, y más aún si, como
hemos visto, la agenda de políticas en ese espacio gubernamental se ha venido
expandiendo.53

3.4. El modelo de la nueva gerencia pública

A partir de los años ochenta comenzó a gestarse un nuevo movimiento de
reforma a los patrones anteriores de la gestión pública occidental que, de
acuerdo con el recuento formulado por Donald F. Ketl,54 se ha apoyado en seis
ideas básicas: 1) la búsqueda de mayor productividad, 2) más vínculos públicos
con los mercados privados, 3) una orientación más fuerte hacia el servicio, 4)
más descentralización desde lo nacional hacia lo subnacional en los gobiernos,
5) una creciente capacidad para dirimir o poner en marcha políticas públicas,
6) tácticas para fortalecer la rendición de cuentas por resultados. El
movimiento se reconoce a sí mismo como la nueva gerencia pública (NGP) y
tiene un compromiso explícito con la idea de la gobernanza,55 entendida como
una noción según la cual el gobierno “conecta” de la mejor manera posible con
la sociedad civil, y establece una combinación de misión, roles, capacidades y
                                                  

53 Sobre esta idea puede verse, Enrique Cabrero, “La agenda de políticas públicas en el ámbito municipal”, en E.
Cabrero, Políticas públicas municipales, op. cit., pp. 25-35. Del mismo Cabrero, también se recomienda: Acción
pública…op. cit. (en particular el capítulo I: “La acción pública y el desarrollo urbano / Una exploración
interdisciplinaria”, pp. 17-69).

54 The global public management revolution / A report on the transformation of governance, Brookings Institution
Press, Washington, D.C., 2000.

55 Hay quienes sostienen que la “gobernanza” es una visión distinta de la propuesta por la NGP. Sin embargo, para
efectos del presente trabajo, se consideró conveniente no profundizar ni crear un quinto modelo de servicio civil, con el
fin de no hacer más compleja la metodología propuesta. De cualquier manera, si se quiere abundar en la noción de
gobernanza, se sugiere leer a B. Guy Peters, quien considera que ese modelo de administración pública supone “que la
administración no funciona tan bien de manera independiente (ya sea en términos de legitimidad y eficacia) como
puede hacerlo si trabaja conjuntamente con los actores de la sociedad. [...] La gobernanza —sigue el autor—, como
enfoque alternativo para el sector público y, más específicamente, para la administración pública, representa un intento
por involucrar más a la sociedad en la tarea de gobernar y por reducir los elementos jerárquicos del sistema. El
diagnóstico básico de los malestares del gobierno —dice Peters— es que la jerarquía hizo que se desperdiciara el
talento de muchas personas dentro del mismo y que se relegara al público”; véase B. Guy Peters, “Gobernanza y
burocracia pública: ¿Nuevas formas de democracia o nuevas formas de control?”, en Foro Internacional, México, El
Colegio de México, vol. XLV, núm. 182, octubre-diciembre de 2005, pp. 585-598. También puede verse: del mismo
Peters, “Cambios en la naturaleza de la administración pública: de las preguntas sencillas a las respuestas difíciles”, en
María del Carmen Pardo, De la administración..., op. cit., pp. 69-95; Laurence E. Lynn, Jr., “Reforma a la gestión
pública”, en María del Carmen Pardo,  Ibid., pp. 105-128; y Dan Guttman, “De gobierno a gobernanza: La nueva
ideología de la rendición de cuentas, sus conflictos, sus defectos y sus características”, en Gestión y Política Pública,
México, CIDE, vol. XIII, núm. 1, primer semestre de 2004, pp. 5-40.
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relaciones entre ambos ámbitos, que se propone como condición necesaria
(aunque no suficiente) para la prosperidad económica y la estabilidad social.56

La influencia creciente de las ideas planteadas por ese movimiento se
debe a una mezcla de razones políticas, sociales, económicas e institucionales.
Las primeras se refieren a la ampliación de los criterios democráticos de
gobierno, que ya no sólo aluden a la elección libre de los gobernantes, sino que
exigen además que esos gobernantes cumplan compromisos públicamente
establecidos e invariablemente relacionados con los verdaderos intereses de la
sociedad civil. La NGP respondería al reclamo de ensanchar los linderos de la
vida democrática de nuestros días, diluyendo la frontera que separaba de
manera tajante las obligaciones de los gobiernos de los medios de participación
social, así como de la posibilidad de ver el juego del mercado como una
oportunidad y ya no como un adversario de los propósitos del Estado. Ese
cambio se derivó, a su vez, del cambio en la percepción de la propia sociedad
respecto del espacio público, a consecuencia del salto de la sociedad industrial
a la sociedad de la información, así como a la influencia de una cultura
universal cada vez más cercana y cada vez más homogénea. Por otra parte, la
globalización de la economía ha sido, a un tiempo, causa y consecuencia de
esos procesos de ajuste político y cultural: las fronteras nacionales se han
perdido a fuerza de intercambios comerciales, financieros y tecnológicos, y la
sociedad se ha ganado espacios que apenas unas décadas atrás estaban
ocupados casi completamente por los gobiernos.57 Por último, las grandes
organizaciones internacionales (como el Banco Mundial, el Fondo Monetario
Internacional, la Organización Mundial del Comercio, la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económico o la propia Organización de las Naciones
Unidas) han desempeñado un papel cada vez más relevante en la identificación
de prácticas comunes a los países que las integran, y de vías de comunicación e
intercambio de experiencias de aprendizaje y ajuste mutuo, con la mirada
puesta en la apertura hacia las iniciativas originadas en la sociedad, más allá de
nacionalidades y de intereses de grupo. Son los signos que se acumularon al
final del siglo XX y que han dado identidad a los primeros albores del siglo XXI.

Sobre esas bases, la NGP ha reunido sus primeras evidencias de éxito y
también sus primeras lecciones de fracaso, en casos nacionales específicos,

                                                  
56 Otros de los trabajos que han resultado relevantes sobre el tema de Nueva Gerencia Pública (o bien, New Public

Management), son los siguientes: Barry Bozeman (coord.), La gestión pública / Su situación actual, Fondo de Cultura
Económica, México, 1998; David Osborne y Ted Gaebler, La reinvención del gobierno: la influencia del espíritu
empresarial en el sector público, Paidós, Barcelona, 1995; Michael Barzelay, La nueva gestión pública: un
acercamiento a la investigación y al debate de las políticas,  Fondo de Cultura Económica, México, 2003. También se
puede ver, Patrick Dobel, “Paradigms, traditions and keeping the faith”, en  Public Administration Review, v. 61, núm.
2,  2001, pp. 166-171.   

57 En efecto, la globalización también ha afectado la forma de concebir los sistemas de gestión de recursos humanos.
Al respecto, se recomienda ver: Idalberto Chiavenato, “Advances and challenges in human resource management in the
new millennium”, en Public Personnel Management, v. 30. núm. 1, 2001, pp. 17-26.
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como los de Nueva Zelanda o Estados Unidos.58 La experiencia de esos casos
habla de estilos diferentes de adopción y adaptación de los principios de la
NGP, con más o menos orientación hacia los mercados y más o menos
importación de prácticas, procesos y lenguajes que antes estaban reservados a
las empresas privadas, pero que en todo caso comparten las mismas tendencias
generales:

1. La afirmación de las funciones básicas del Estado en los ámbitos reservados al
gobierno, como la defensa nacional, la seguridad nacional, la política exterior
y las funciones relacionadas con la identidad nacional. Pero, al mismo tiempo,
la mayor apertura a las iniciativas de la sociedad (ya como organizaciones
sociales, espacios académicos o empresas privadas), en todas las demás
actividades no estratégicas del Estado, y siempre en la medida en que esas
iniciativas no resulten en demérito de los resultados esperados. La NGP no
privilegia a la iniciativa privada sino en la medida en que efectivamente
ofrezca mejores resultados y procesos más económicos que los ofrecidos por el
aparato estatal. En este sentido, supone que las políticas públicas ya no
pertenecen a la esfera cerrada de los gobiernos, aun en comunicación y
contacto con las sociedades, sino que pueden también emerger de las propias
iniciativas sociales. Así, las cualidades de los funcionarios e incluso su papel en
la tarea de los gobiernos cambian radicalmente: con la excepción de las áreas
estratégicas reservadas, el resto del aparato burocrático es concebido para la
regulación de la competencia y para resolver fallas del mercado: para
intervenir solamente cuando es necesario, en tanto que los mercados y la
sociedad no puedan atender problemas públicos de solución indispensable.

2. No obstante, la NGP no renuncia al control central de los sistemas fiscales, aun
cuando éstos puedan adoptar modalidades que busquen el mayor incentivo
posible para los contribuyentes y los mayores vínculos entre el ingreso y el
gasto públicos, así como la descentralización de las oportunidades
relacionadas con la fiscalidad. La carga impositiva se convierte, a partir de
esos principios, en un instrumento del aparato estatal para promover el
crecimiento económico y estimular la competencia y las iniciativas de la
sociedad. En consecuencia, los funcionarios responsables de administrar los
sistemas fiscales adquieren un rol diferente, que no los constriñe a

                                                  
58 El análisis más citado acerca del caso de Nueva Zelanda es el de Michael Barzelay, Breaking through bureaucracy:

a new vision for managing in government,. University of California, Berkeley, 1992. Si, además de Nueva Zelanda, se
quiere conocer los rasgos y lecciones de las reformas administrativas en Reino Unido, Australia y Estados Unidos, se
recomienda ver, Patricia W. Ingraham, “Play it again, Sam; it´s still not right: Searching for the right notes in
administrative reform”, en Public Administration Review, v. 57, 1997, pp. 325-331.  Vale decir que para el caso de
Latinoamérica, la introducción de reformas basas en los principios de la NGP debe hacerse con prudencia. Al respecto,
Cabrero ha dicho: “Podemos pensar que en la medida en que nos encontramos en un contexto de transición democrática
es más probable que la NGP pueda interferir con la construcción de una nueva gobernanza democrática. Por ello quizá
en los países latinoamericanos, más que en otros contextos, será necesario que las reformas inspiradas en la NGP se
articulen cuidadosamente con otro tipo de reformas preocupadas por la consolidación de instituciones democráticas”,
veáse, E. Cabrero, “Políticas de modernización de la...,” op. cit., p. 185.



Mauric io Mer ino

C I D E4 4

incrementar los ingresos de cualquier modo, sino que los compromete con el
análisis del mercado y con la capacidad de los instrumentos de política
económica del Estado para favorecer el crecimiento y la distribución
equitativa del ingreso nacional.

3. Los vínculos de información y la administración de los datos a partir de los
cuales se comparten y se construyen decisiones en el espacio público son
consecuentes con la era de la información, y también de la transparencia y la
rendición de cuentas abierta al público. La información se vuelve, desde esta
mirada, un asunto crucial de la agenda pública: importa por la cantidad y la
calidad de los datos obtenidos, a partir de los cuales se definen las acciones
del gobierno en armonía con la sociedad; pero también importa que los
procesos de decisión y de acción públicamente definidos queden
completamente abiertos y al alcance de los ciudadanos. Si en el enfoque
anterior de política pública, el gobierno ya no era una caja negra, con la NGP
el intercambio, el acceso pleno y el uso inteligente de la información se
convierten en una condición clave de la operación de las organizaciones
públicas y del gobierno en su conjunto.

4. El gobierno, por su parte, asume la responsabilidad de construir “puentes” y
redes entre organizaciones sociales, grupos académicos y empresas, para
mantener la coherencia institucional y la capacidad de transformación efectiva
de las políticas públicas. Eventualmente, sus funcionarios deben asumir el
papel de liderazgo en esas redes creadas para definir, atender y resolver
problemas públicos de manera conjunta con la sociedad. Pero ese liderazgo no
equivale a asumir todas las funciones ni los poderes derivados de las soluciones
planteadas. El líder, en este caso, busca ser un coordinador de inteligencias,
recursos y compromisos, pero no sustituir las aportaciones de quienes
participan en las políticas. La visión del funcionario público, desde esta
perspectiva, es por lo tanto la de un promotor de iniciativas y la de un
animador de los esfuerzos sociales compartidos.

5. Finalmente, la NGP pone el acento en el pensamiento estratégico, en línea con
las cualidades que se esperan de la función pública. Pero asume también que
ese pensamiento estratégico no podrá surgir de manera autónoma del mercado
ni de la sociedad, sino que de hecho constituye una obligación política del
Estado. Así entendido, no se trata de la planeación estratégica diseñada desde
un gabinete de expertos, sino de la capacidad de los administradores públicos
de “leer” las oportunidades que ofrecen el mercado y la sociedad para
mejorar las condiciones de vida en común y salvar los dilemas que el entorno
social, económico e institucional le plantean al quehacer público.

No obstante, desde el mirador de la NGP, el servicio profesional de carrera,
aún en la versión modificada que deja atrás los cánones tradicionales de la
visión weberiana, no es una condición necesaria para la operación del Estado.
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En su versión más audaz, incluso, el servicio profesional que tiende a estabilizar
los procesos de administración de recursos humanos puede convertirse en un
obstáculo más que en una oportunidad. Y paradójicamente, la administración
gubernamental se vuelve, al mismo tiempo, más y menos importante que en
cualquiera de las versiones anteriores: sin una burocracia profesional,
preparada para asumir los desafíos que plantea ese movimiento, la dirección
estratégica del Estado puede perderse en la ineficacia y la corrupción; pero con
una burocracia tradicional y excesivamente normada, las oportunidades de
construir una nueva idea de gobernanza pueden perderse entre normas rígidas y
decisiones aisladas.

De ahí que la posición de la NGP frente a los servicios profesionales sea
todavía ambigua: de un lado, tiende a incorporar nuevos patrones de actuación,
de índole cultural pero también normativo, para impulsar una nueva
mentalidad del servicio público consecuente con los principios del movimiento;
pero de otro, asume que el servicio profesional debe tener áreas de actuación
más apegadas a las versiones anteriores, derivadas el enfoque de política
pública, en el entendido de que el aparato burocrático sigue siendo un
instrumento indispensable para orientar la acción del Estado.59 En
consecuencia, su influencia en los servicios profesionales podría sintetizarse en
los puntos siguientes:

1. La existencia de criterios de contratación de personal por proyecto y
resultados específicos, acotados en el tiempo.

2. La existencia de mecanismos de vigilancia pública y abierta
(transparencia) sobre los procesos de selección de personal, evaluación
del desempeño, capacitación y promoción.

3. La existencia de sistemas de evaluación del desempeño tipo 360 grados,
con indicadores vinculados a la vigilancia pública de los resultados
(rendición de cuentas).

4. La existencia de sistemas de capacitación basados en capacidades y
actitudes y no sólo en cualidades técnicas asociadas a cada cargo.

5. La existencia de sistemas de incentivos relacionados con los resultados
combinados del trabajo individual y del trabajo en equipo, a la luz de los
propósitos de las políticas establecidas.

                                                  
59 Algunas de las críticas que se han desarrollado en torno a la NGP pueden ser analizadas en David Arellano

(coord.), Más allá de la reinvención del gobierno: fundamentos de la nueva gestión y presupuesto por resultados en
América Latina, Centro de Investigación y Docencia Económicas-Porrúa, México, 2004. Del mismo autor, también
puede consultarse,  Nueva gestión Pública: ¿El meteorito que mató al dinosaurio? Lecciones para la reforma
administrativa en países como México, Centro de Investigación y Docencia Económicas, DTAP, núm. 108, México,
2002.



Mauric io Mer ino

C I D E4 6

6. El uso intensivo y sistemático de tecnologías de información para el
seguimiento, control y evaluación de los expedientes y la carrera del
personal profesional.

7. La existencia de sistemas de información al público sobre los procesos y la
evolución del servicio profesional en su conjunto.

Cada uno de estos puntos, como puede verse, perfecciona pero también
desafía a los modelos más tradicionales del servicio profesional de carrera. Por
eso conviene tomarlos como la última referencia de este recuento. De acuerdo
con la evidencia disponible, la evolución de los sistemas de administración de
recursos humanos no ha llegado más lejos, ni tampoco parece claro que
convenga que rebasen las fronteras que sugiere la NGP, que por cierto no deja
de ser una estrategia más de modernización entre muchas otras, cuya
introducción, como bien ha dicho Cabrero, “depende de las condiciones propias
del espacio gubernamental a reformar”.60

Desde el nacimiento de los primeros sistemas de servicio civil hasta
nuestros días, los criterios básicos a través de los cuales han evolucionado los
sistemas de administración de recursos humanos al servicio de las funciones del
Estado, se han mantenido más o menos estables. Pero cada momento ha
agregado puntos clave. Como modelos típicos, ninguno de ellos tiene una
representación exacta en ninguna realidad específica. Pero precisamente por
ser modelos típicos, su utilidad reside en la comparación con esas realidades
concretas, a partir de indicadores que muestren en qué situación se encuentra
la evolución y las características de cada servicio profesional en particular, así
como las contradicciones que eventualmente se desprendan de su ubicación
dispar en alguno de esos modelos.

No es imposible que un servicio tenga características que reúnan, a un
tiempo, rasgos de la primera etapa, con otros del enfoque de políticas públicas
y con algunas prácticas derivadas de la NGP. Pero de ser así, esta clasificación
puede subrayar las inconsistencias del diseño adoptado y advertir sobre los
riesgos que se deriven de ellas. De ahí la importancia de esta construcción
típica-ideal, como punto de partida para comenzar a construir un laboratorio
de experiencias prácticas, verificables a través de indicadores precisos, que
muestre no sólo en qué estado se encuentran los servicios profesionales
diseñados por y para los gobiernos locales de México, sino también su
coherencia interna, los propósitos que persiguen a la luz de sus instrumentos

                                                  
60 Cada contexto es diferente, por lo que no se pueden (ni deben) reproducir historias administrativas de otros países,

agregará Cabrero. Esto quiere decir que “no se puede pensar en iniciar un servicio civil de carrera en toda la tradición
europea o norteamericana, para que años después se rigidice y entonces sea necesario adoptar reformas de la NGP para
flexibilizarlo. La curva de experiencia no puede ser recorrida en su totalidad. “El reto entonces —concluye el autor— es
tomar aquello que queda de las virtudes de un sistema tradicional de servicio civil, como son el apego a la legalidad y el
reconocimiento a los méritos individuales, pero integrar de igual forma mecanismos que doten de flexibilidad al sistema
y lo hagan funcional a los nuevos retos gubernamentales”, véase E. Cabrero, “Políticas de modernización de la
administración municipal”, en op. cit., pp. 177-178.
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propios de operación y la solidez de su evolución. Así entendida, la
comparación con los modelos típico-ideales aquí presentados podría servir,
además, para formular recomendaciones puntuales de corrección, sin perder de
vista la coherencia de esas propuestas respecto el nivel alcanzado por cada
experiencia, ni la relación que deben guardar los distintos instrumentos que
hacen posible la operación de un servicio profesional en conjunto.

4. Una revisión de experiencias municipales

Mas allá de las capacidades y de las restricciones institucionales planteadas, o
de la carencia de alguno de los criterios mencionados para considerar
seriamente el desarrollo de un modelo de profesionalización en particular, es
conveniente subrayar que el tema ya forma parte de la agenda municipal de
México por méritos propios. Además del interés creciente que ha despertado
entre académicos y agencias gubernamentales de fomento al desarrollo local,
existe también un conjunto plausible de experiencias pioneras que han
intentado abrir brecha en busca de la profesionalización. En esta última parte
se recogen algunas de ellas; en particular, las que se observaron de manera
directa a través de la investigación realizada por el CIDE en un grupo de
municipios durante el año 2005, que buscó reconocer y comparar las distintas
estrategias que se han seguido hasta ahora para afirmar la calidad profesional
de sus recursos humanos. Como veremos, no son políticas integrales ni alcanzan
a responder cabalmente a los modelos ya señalados. Pero ofrecen lecciones
empíricas que no deben pasar inadvertidas en un estudio de esta naturaleza.

A pesar de todas sus limitaciones, hay que reconocer que la necesidad de
avanzar en la profesionalización de los municipios se ha ido colocando
paulatinamente en las agendas legislativas y gubernamentales de los estados.
Hace apenas una década, este propósito parecía imposible. Pero la deliberación
pública sobre el papel que han de tener los municipios en el desarrollo
nacional,61 los avances en la investigación académica, la cooperación entre
agencias internacionales y distintos niveles del gobierno mexicano, y la
promulgación reciente de la ley federal y de algunas estatales en materia de
servicio profesional de carrera, han permitido crear un ambiente mucho más
propicio para imaginar la construcción de modelos exitosos de
profesionalización en los municipios. A diferencia de un pasado no muy remoto,

                                                  
61 En cuanto a las organizaciones académicas, la Red de Investigadores en Gobiernos Locales Mexicanos (IGLOM)

es una muestra del interés que el desarrollo de las administraciones locales ha despertado en la sociedad.  Desde 1996 el
IGLOM se ha conformado como un espacio de interacción entre los diversos actores de la realidad municipal con el fin
de impulsar la reforma administrativa y proponer alternativas al diseño del municipio en México. EL IGLOM además
ha establecido un espacio de fortalecimiento en la comunicación entre gobiernos locales e impulsado la investigación de
la realidad nacional, para lo cual ha realizado un extenso inventario de investigaciones y documentos, aprovechando las
nuevas tecnologías que hoy están a disposición de los presidentes municipales.
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hoy este proyecto ocupa un espacio bien definido en la deliberación sobre el
futuro de la democracia en México.

Por otra parte, es una buena noticia saber que en la actualidad existen
programas de apoyo a la profesionalización local, puestos en marcha desde el
gobierno federal, de algunos gobiernos estatales y de agencias internacionales.
La información y la experiencia acumuladas a través de esos programas arroja
muchas más luces sobre el estado que guarda la profesionalización de los
municipios, tanto por sus éxitos como por sus limitaciones y sus fracasos.
Gracias a ellos sabemos que tampoco existe un modelo único para respaldar
esas experiencias, sino muy distintas formas de aproximarse al tema. El
Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal de la Secretaría
de Gobernación (Inafed),62 por ejemplo, ha intentado diseñar e impulsar un
modelo de competencias profesionales, además de crear un foro de discusión y
deliberación permanentes para construir una conciencia colectiva sobre el
tema, establecer indicadores de éxito, y recuperar y divulgar las experiencias
favorables a ese propósito.

Por su parte, la Secretaría de Desarrollo Social del gobierno federal,63

desde distintas instancias, ha puesto en marcha ambiciosos programas de
capacitación municipal y ha construido los datos sobre el desarrollo
institucional de los gobiernos municipales que han sido citados en este trabajo,
y que hoy nos dicen mucho más de lo que sabíamos hace apenas diez años. La
Agencia de Cooperación Francesa ha sido otro organismo dedicado a promover

                                                  
62 El Inafed, como parte de los esfuerzos de la Secretaría de Gobernación por impulsar el desarrollo municipal, cuenta

con una página web en la cual los gobiernos municipales encuentran valiosa información para la realización de
actividades como la actualización de su personal en materias administrativas. El impulso a una agenda local por parte
del Inafed es el espacio creado para que los municipios interactúen e intercambien experiencias administrativas en la
persecución de resultados que beneficien a la ciudadanía.  Entre los actores coadyuvantes en el proceso se encuentran el
Inafed, las instancias de las administraciones públicas federales, estatales, los gobiernos municipales, el Consejo
Nacional desde lo local e instancias verificadoras. Vale decir que en materia de profesionalización, el Inafed ha
desarrollado programas específicos de apoyo a los gobiernos locales como el de implementación de sistemas estatales
de profesionalización, cuyo objetivo es apoyar con herramientas, asistencia técnica, capacitación y reuniones de trabajo,
así como auxilio en la implantación de sistemas de contratación de personal con base en perfiles y evaluación
permanentes. El Instituto también ha organizado eventos de formación de autoridades locales en temas relacionados con
la administración y el gobierno municipal, tales como finanzas públicas, marco jurídico y desarrollo de habilidades
directivas.

63 Entre los objetivos generales del Instituto Nacional para el Desarrollo Social (Indesol), instancia administrativa de
la Secretaría de Desarrollo Social,  se encuentran el fortalecimiento de la relación del gobierno federal con los
gobiernos locales y las organizaciones sociales, en materia de desarrollo social. También incorpora dentro de sus
funciones la profesionalización de servidores públicos municipales, para el desarrollo de estrategias y programas de
desarrollo social, fortalecimiento institucional, capacitación y uso de nuevas tecnologías como factor para el avance de
la política social y el empoderamiento de los actores del desarrollo.  Cabe mencionar que el Programa de Capacitación a
Distancia para el Desarrollo Social del Indesol es una oferta institucional de educación no formal, permanente y a
distancia que utiliza  tecnologías de la información, cuyo objetivo es contribuir al desarrollo de las capacidades y a la
profesionalización de las autoridades municipales. El programa está diseñado para actualizar los conocimientos,
difundir prácticas exitosas de los gobiernos municipales y de las organizaciones de la sociedad civil en materia de
desarrollo social, participación ciudadana y de gestión que brinden para el desempeño de funciones y el diseño de
políticas públicas.
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la experiencia del servicio territorial de ese país, mediante la difusión de
modelos y lecciones, con el fin de contribuir a concebir una nueva cultura
organizacional de México en materia de profesionalización.64

También puede destacarse que en varias entidades federativas se han
fortalecido los centros de desarrollo municipal o creado institutos de
planeación, desde los gobiernos o en conjunto con el sector empresarial,
académico y social, que paulatinamente han apuntado hacia la necesidad de
construir sistemas profesionales locales. De nuevo: no todas estas experiencias
comparten los mismos principios, ni entienden la profesionalización de la
misma manera, mientras que el apremio de otras agencias gubernamentales por
hacer cumplir sus propias políticas y sus normas específicas también ha tendido
a multiplicar los esfuerzos y el gasto destinado a la capacitación municipal para
proyectos específicos que, más que profesionalizar, tratan de entrenar a los
funcionarios para cumplir tareas de muy corto plazo. Pero es un hecho que
detrás de esos esfuerzos, aún desconectados e incluso fragmentados, hay
también una experiencia acumulada de gran valor.

Tampoco se puede omitir que hoy tenemos un conocimiento académico
sobre esta materia mucho más elaborado y mejor informado que en cualquier
momento anterior. No sólo por el trabajo asociado de los investigadores sobre
gobierno local en México (reunidos en  IGLOM) o por la buena influencia que ha
tenido el Premio de Gobierno y Gestión Local que otorga el CIDE65 para el
desarrollo de estudios de caso, sino por los trabajos de un amplio número de
expertos interesados en la comparación internacional y en el estudio puntual
del servicio profesional de carrera en México.66 Es evidente que en los últimos

                                                  
64 El Programa Franco-Mexicano de Cooperación Municipal (PFMCM) nació a principios de 1999 con apoyo

financiero de la Embajada de Francia en México por conducto del Servicio de Cooperación y Acción Cultural.  Su
objetivo es contribuir a los procesos de descentralización mediante el fortalecimiento de los gobiernos municipales,
apuntalando su proceso democratizador. Por sus alcances, el programa fue reconocido como programa prioritario en el
año 2000 por la comisión mixta Francia-México y por el gobierno mexicano en la Declaración Mundial de Gobiernos
Locales en 2001.

65 Cada año, desde 2001, el Centro de Investigación y Docencia Económicas (CIDE) convoca a las autoridades
municipales del país a presentar prácticas y experiencias innovadoras en la gestión local. En su edición 2004, en la
categoría de “modernización administrativa”, este programa logró reunir a los municipios que han venido trabajando el
tema de la profesionalización. Ahí se presentaron casos donde existen políticas públicas directamente encaminadas a la
formación de servicios civiles. Los casos presentados fueron: Naucalpan (Estado de México), Morelia y Zitácuaro
(Michoacán), y Oaxaca de Juárez (Oaxaca).

66 Sobre la profesionalización del gobierno mexicano se ha escrito con amplitud. Menciono algunas referencias
bibliográficas básicas: Arellano Gault, David,  La transformación de la administración pública en México: límites y
posibilidades de un servicio civil de carrera, México, CIDE 2001; del mismo  Arellano, stalled administrative reforms
of the Mexican State, México, CIDE, 2001; Guerrero Amparán, Juan Pablo,  La reforma a la administración pública
mexicana en el nuevo régimen político, ¿por donde empezar?,ideas para la creación de un gobierno transparente,
responsable y cercano a la ciudadanía, México, CIDE, 2001; también de Guerrero Amparán, Un estudio de caso de la
reforma administrativa en México: los dilemas de la instauración de un servicio civil a nivel Federal, México, CIDE,
1997; y del mismo Guerrero Amparán, Consideraciones sobre la instauración del servicio civil en México. México,
CIDE. De Omar Guerrero, La formación profesional de administradores públicos en México, Toluca, IAPEM,
Universidad Autónoma del Estado de México; del mismo Omar Guerrero,  El funcionario, el diplomático y el juez: las
experiencias en la formación profesional del servicio público en el mundo, ya citado en este trabajo. También sugiero
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años, los académicos se han interesado mucho más sobre el tema, aunque no
siempre hayan focalizado sus preguntas en el ámbito municipal en particular.
Sin duda, la promulgación de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en el
ámbito nacional y la implementación más o menos reciente de servicios
profesionales en distintas entidades y órganos autónomos del Estado mexicano
han contribuido también a multiplicar el interés en el tema. Es un hecho que
hoy se sabe y se estudia más que nunca antes sobre los distintos modelos, las
dificultades normativas, y los dilemas institucionales y organizacionales que
supone la implementación de una política de profesionalización.

Con todo, los ejemplos puntuales de profesionalización que se han
intentado en varios de los municipios mexicanos todavía no logran articular
visiones de largo aliento, ni apuntan en la misma dirección. Algunos han puesto
el acento en la calidad de los procesos y en sistemas de certificación de
competencias; otros se han decantado por la capacitación sistemática de los
funcionarios responsables de los procedimientos más estables de la gestión
local; otros han añadido instrumentos de evaluación del desempeño, a partir de
criterios de orientación a resultados o de evaluación social; otros más han
ensayado nuevas formas de reclutamiento y selección de personal calificado en
función del puesto; y otros han creado esquemas de incentivos para premiar el
desempeño. Son, por así decir, distintas piezas de un rompecabezas que
todavía no acaba de armarse, pero que ya nos habla de una tendencia
empíricamente verificable en favor de la profesionalización de los municipios.
Todas esas piezas aportan datos valiosos para la construcción de modelos útiles
para el resto de los gobiernos locales.

Como ya he mencionado, durante el año 2005, el CIDE llevó a cabo un
estudio de esas experiencias de éxito. Sobre la base de los cuatro modelos de
gestión de recursos humanos ya comentados, y con el fin de evaluar y comparar
las experiencias verificadas, se sistematizó información en torno a siete
módulos temáticos: estructura normativa, proceso de reclutamiento, sistema
                                                                                                                                                       
de Esteban Moctezuma Barragán y Andrés Roemer, Por un gobierno con resultados: el servicio civil de carrera: un
sistema integral de profesionalización, evaluación y desempeño de los servidores públicos en México, México, Fondo
de Cultura Económica, Academia Metropolitana, Centro de Estrategia y Desarrollo, Sociedad Mexicana de Geografía y
Estadística, 1999; de Ricardo Uvalle Berrones y Marcela Bravo Ahuja (coords.), Visión multidimensional del servicio
público profesionalizado, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Facultad de Ciencias Políticas y
Sociales, Plaza y Valdés, 1999; de Ricardo Uvalle Berrones,  Institucionalidad y profesionalización del servicio público
en México: retos y perspectiva, México, Universidad Nacional Autónoma de México, Plaza y Valdés, 2000; de
Guillermo Haro, Servicio público de carrera: tradición y perspectivas, México, Instituto Nacional de Administración
Pública, 2000;  de María del Carmen Pardo, “El servicio civil de carrera en México: un imperativo de la
modernización”, en Gestión y Política Pública, vol. IV, núm. 2, segundo semestre de 1995, pp. 278-279; de José Luis
Méndez, “La profesionalización del Estado mexicano; ¿olvidando o esperando a Godot?”, en El Cotidiano, núm. 72,
octubre de 1995, pp. 13-25; de Mauricio Merino, “De la lealtad individual a la responsabilidad pública”, en IAPEM
Revista, núm. 31, julio-septiembre de 1996, pp. 19-32; y del mismo Merino, “Corrupción y servicio profesional en
México: una mirada desde la cultura política”, en Bien Común y Gobierno, julio de 1999, pp. 7-10. Un recuento
histórico de experiencias de profesionalización hasta el momento actual puede encontrarse en María del Carmen, “El
servicio profesional de carrera en México”, en Foro Internacional, México, El Colegio de México, vol. XLV, octubre-
diciembre de 2005, núm. 182, pp. 597-634.
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de capacitación, control y vigilancia, evaluación del desempeño, permanencia y
promoción, y monitoreo global del desempeño del municipio. Para obtener
información de cada uno de los municipios, se elaboró un cuestionario que
retomó en distintos niveles de profundidad esos siete módulos. Instrumento que
fue diseñado, además, junto con una entrevista abierta destinada a obtener
información cualitativa, que se confrontó posteriormente con los funcionarios
responsables de esos procesos que decidieron asistir a cinco foros regionales.
Para llevar a cabo la selección de los municipios que participaron en ese
proyecto, se recurrió en principio al consejo de expertos y de agencias
involucradas en el apoyo a la profesionalización de los municipios, a la revisión
de las páginas electrónicas de los estados y los municipios, así como a las bases
de datos que forman parte del acervo del CIDE. Sobre la base de esos criterios
de selección, se estudiaron finalmente las experiencias de los municipios de
Aguascalientes (Aguascalientes), Acapulco de Juárez (Guerrero), Naucalpan de
Juárez (Estado de México), Nezahualcóyotl (Estado de México), Tlalnepantla de
Baz (Estado de México), Zitácuaro (Michoacán), Monterrey (Nuevo León) y
Hermosillo (Sonora), cuyas características de diseño e implementación ofrecían
un panorama completo sobre el tipo de proyectos que efectivamente se están
realizando en los municipios de México.

Esa investigación confirmó que, en efecto, no existe un modelo único que
haya sido asumido previamente por los distintos municipios para poner en
marcha sus propios proyectos de profesionalización. En todos los casos, pudimos
constatar que esos proyectos reflejan más bien las características
organizacionales de los municipios que los han adoptado y también las
restricciones que afrontan. A pesar de que los municipios seleccionados forman
parte del grupo con mayor desarrollo relativo y mejores indicadores
institucionales, observamos que sus programas de profesionalización buscan la
mayor eficiencia posible en la administración pública de los municipios, pero
con el menor gasto posible tanto en recursos materiales67 como en los recursos
financieros destinados a ellos, que fluctuaban entre 0.55 por ciento a 1 por
ciento del presupuesto anual de esos municipios.

Por otra parte, ninguno de los proyectos estudiados incluía todas las
partes de un sistema de profesionalización integral. Aunque la capacitación del
personal profesional era el área más destacada en todos los casos, ésta se había
concentrado en dotar de conocimientos técnicos o en desarrollar valores éticos

                                                  
67 Respecto a la inversión en infraestructura destaca que el uso de tecnologías se destina principalmente a las

funciones tradicionales de la administración de recursos humanos: registro de asistencia, retrasos, descuentos y
vacaciones. En algunos casos, concretamente en los municipios en los que existe algún sistema de reclutamiento se
utilizan programas de evaluación psicométrica. Sin embargo, en ninguna de las experiencias en estudio se reporta el uso
de tecnologías específicamente diseñadas para el conjunto de los sistemas que integran el servicio civil de carrera. De
hecho un avance importante para consolidar los proyectos de profesionalización consistiría en diseñar un registro
detallado de los miembros del servicio civil que considere, además de los datos habituales de la administración, el
reclutamiento, la capacitación, la evaluación del desempeño, los incentivos, las promociones, etcétera.
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y actitudes favorables al servicio público. Pero en ninguno se había previsto que
la capacitación obtenida por los funcionarios produjera el derecho a
permanecer o ascender en la estructura ocupacional; mientras que en relación
con el resto de los subsistemas existían esfuerzos más o menos aislados y
todavía incipientes en áreas admnistrativas específicas, más que en el conjunto
del gobierno municipal.

En suma, pudimos comprobar que en la experiencia de los gobiernos
locales mexicanos con mejores credenciales en la materia todavía estaban
ausentes una o varias de las condiciones mínimas requeridas para advertir la
existencia de una política integral de profesionalización. No sólo había una
ausencia completa de procesos destinados a asegurar la formación de carreras
profesionales de largo plazo, sino que tampoco había ejemplos que
respondieran a todas las condiciones señaladas en el apartado anterior de este
trabajo. En cambio, observamos cinco estrategias más o menos compartidas
que se habían explorado de manera exitosa, destinadas a perfeccionar la
calidad profesional de los recursos humanos. Fueron las siguientes:

Primera. De manera cada vez más extendida, los municipios de mayores recursos
habían logrado la certificación de procesos bajo las normas ISO-9001. Ésta había
sido asumida como una primera forma de garantizar comportamientos
profesionales estables, verificables y sujetos a evaluación. Sobre esa base, los
municipios que habían optado por esta modalidad habían vinculado el
reclutamiento de personal con las condiciones profesionales mínimas requeridas
para mantener la vigencia de los certificados. Pero no habían logrado garantizar,
en cambio, el desarrollo profesional ni tampoco vincular la salida de quienes están
al frente de esos procesos por razones estrictamente relacionadas con el
cumplimiento de sus objetivos. No es este el lugar para discutir las virtudes o los
defectos de la certificación de procesos bajo los estándares de la norma ISO. Pero
sí debe subrayarse que la sola certificación no equivale a la profesionalización. Si
un grupo de profesionales acreditados no hacen una política de profesionalización,
un conjunto de procesos certificados tampoco garantiza la construcción deliberada
de capital humano, en el sentido que aquí ha sido planteado.

Segunda. En ese mismo grupo de municipios podían encontrarse, por otra parte,
experiencias que buscaban construir un sistema de competencias profesionales
vinculadas con las funciones más estables de la administración local. En rigor, se
trataba de procesos de capacitación que eran exigidos a los servidores públicos
para obtener incentivos específicos e, incluso, para permanecer en sus puestos. Sin
embargo, ni la entrada ni la salida del capital humano estaba mediada por esos
sistemas de acreditación de competencias profesionales. Su propósito era dotar de
nuevas y mejores capacidades profesionales al personal ya contratado y,
eventualmente, ofrecerle mejoras salariales y mejores oportunidades de empleo
futuro. Pero no era una política de profesionalización. Lo diré una vez más: un
grupo de profesionales certificados no equivale a la profesionalización del servicio
público.
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Tercera. También se habían establecido sistemas de indicadores públicos de
desempeño, en función de resultados, especialmente en las áreas dedicadas a la
prestación de servicios públicos, como la recolección de basura, el mantenimiento
del equipamiento urbano o la seguridad pública. Esas estrategias se habían
relacionado con los recursos humanos, en tanto que el cumplimiento de los
mínimos señalados por esos indicadores públicos era una condición de permanencia
para los funcionarios que debían prestar los servicios; y a la vez su combinación
atinada con la certificación de capacidades profesionales y con sistemas de
incentivos que premiaban los mejores desempeños apuntaba en la dirección
correcta. Pero una vez más, se trataba de estrategias dirigidas hacia el éxito de los
objetivos de la organización. En algunos casos, esa estrategia también incluía la
salida del personal que no cumplía con los mínimos requeridos. Pero los
indicadores públicos de desempeño no estaban relacionados con la entrada al
servicio público, ni tampoco con el desarrollo del personal. En este sentido,
tampoco equivalían a una política de profesionalización integral.

Cuarta. Otros municipios habían elegido el establecimiento de sistemas de
evaluación pública, de carácter participativo, para velar por el cumplimiento de
los propósitos que se habían planteado públicamente y agregar niveles de exigencia
social al comportamiento de los servidores públicos en particular. Esta estrategia
aludía a la calidad profesional de los municipios, en tanto que los métodos
adoptados para la evaluación pública partían del establecimiento de objetivos que
debían ser cumplidos en periodos de tiempo determinados. Además, formaban
parte de una amplia tradición del gobierno municipal mexicano, que se refiere
precisamente a la convocatoria social más amplia posible en los asuntos locales. Se
trataba de una estrategia virtuosa en sí misma, pero estaba lejos de ser una
política de profesionalización propiamente dicha.

Quinta. Por último, algunos municipios habían decidido establecer áreas de
profesionalización: construir equipos profesionales estratégicos para ofrecer
mejores resultados en ciertas funciones puntuales. De manera destacada, era el
caso de la seguridad pública y de la prestación de algunos servicios públicos, como
la dotación de agua potable. En esas áreas de la administración local,
especialmente sensibles para la población de los municipios, podían advertirse las
mejores experiencias de profesionalización en el sentido adoptado por este
trabajo. Es decir, como una estrategia basada en las capacidades profesionales que
incluía entrada, desarrollo y salida del personal profesional y que, efectivamente,
estaba vinculada con el mejoramiento sistemático de los resultados que se
esperaban de la organización. Sin embargo, esas estrategias tampoco habían
logrado trascender los periodos de gobierno ni se habían extendido como política al
resto de las funciones desarrolladas por los gobiernos locales.

Con todas las virtudes intrínsecas de esas cinco estrategias, no puede decirse
que sean suficientes para advertir la presencia de verdaderas políticas de
profesionalización en los municipios mexicanos con mayores avances en esta
materia. No sobra decir que, en una lectura inversa a la que he formulado hasta
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ahora, las razones por las que no es posible identificar tendencias firmes hacia
la profesionalización son las mismas que explican la necesidad de plantear la
importancia de esa política.

5. A manera de conclusión

A lo largo de las páginas anteriores he tratado de reunir argumentos para
persuadir al lector acerca de la necesidad de plantear seriamente la
profesionalización de los gobiernos locales en México. He intentado explicar
que los municipios mexicanos tienen ahora un abanico de responsabilidades
mucho más amplio que en el pasado, debido a la serie de reformas
constitucionales y legales que se emprendieron para fortalecer ese ámbito
desde 1983 y, particularmente, desde 1999; y que, además, deben cumplir esas
responsabilidades en medio de desafíos que no sólo incluyen el crecimiento de
la población sino su desigual distribución en la geografía nacional y un conjunto
de condiciones fiscales, restricciones institucionales y problemas
organizacionales cada vez más complejos. Esa combinación de nuevas
atribuciones y viejos desafíos no sólo ofrece evidencia de sobra para sostener la
importancia de modificar esas condiciones de manera deliberada, sino también
para señalar la necesidad de construir una política de profesionalización que se
corresponda con la calidad profesional que hoy se exige de esos gobiernos.

He mostrado, también, que las distintas estrategias que hasta ahora
pueden observarse en los municipios mexicanos respecto de la administración
de sus recursos humanos no pueden ser vistas como políticas de
profesionalización, ni siquiera de manera alternativa. Todas ellas reflejan la
preocupación de algunos de esos gobiernos por responder con mayor eficacia y
eficiencia a los resultados públicos que se esperan de ellos. Pero al mismo
tiempo revelan que el diseño de las instituciones políticas en las que se
asientan los gobiernos locales está produciendo incentivos negativos para la
profesionalización.

Dada esa contradicción, la conclusión que se desprende de las reflexiones
anteriores es que la política de profesionalización no puede ser subsidiaria del
diseño institucional que actualmente rige a los municipios. Mientras ese diseño
se mantenga vigente, los incentivos que se oponen a la profesionalización
también estarán en vigor. De ahí que sea preciso, más bien, romper el círculo
vicioso mediante una política deliberada de profesionalización municipal que, a
la luz de la experiencia tomada del ciclo de reformas llevadas a cabo durante la
última década, tendría que respaldarse también desde fuera de la propia
organización municipal, como una política capaz de complementar el conjunto
de decisiones que han llevado a fortalecer las haciendas públicas locales y a
dotar a los gobiernos de los municipios de nuevas funciones. Si se prefiere decir
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de otro modo, podría afirmarse que la política de profesionalización es una
condición necesaria para garantizar que el resto de las decisiones tomadas por
el Estado mexicano en relación con sus gobiernos locales adquiera verdadera
eficacia. En el mismo sentido puede afirmarse, con base en las reflexiones
vertidas en este estudio, que mientras esa política de profesionalización no
exista, los gobiernos locales seguirán viviendo ciclos de tres años, acompañados
por los mismos problemas que hasta ahora todavía no han sido capaces de
resolver.
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